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Se investigó el nivel de la imposición de la medida de coerción de la prisión 
preventiva y los efectos que ha generado en las personas procesadas que 
finalmente fueron declaradas inocentes. El trabajo se ejecutó en las provincia de 
Puno, siendo 11 los casos identificados durante los años 2012 al 2016. Se 
verificó la imposición de prisión preventiva en personas que resultaron ser 
inocentes, generalmente por delitos de violación de la libertad sexual y en otros, 
por el delito de tráfico ilícito de drogas y lavado de activos; advirtiéndose además, 
que la duración de la medida osciló mayormente entre 04 a 12 meses, y otros 
entre 25 a 36 meses de cárcel en personas que tenían entre 21 a 31 años de 
edad, ocasionando en ellos diversos daños como:  sufrimiento moral, pérdida del 
trabajo, disposición de sus bienes para solventar su defensa; además, luego de 
dispuesta la libertad de la persona procesada,  dificultades para encontrar 
trabajo, estigmatización social, la separación definitiva de la familia y un caso 
alcoholismo; asimismo generó decepción y desprestigio a la administración de 
justicia por considerarla mediática, sin embargo, en ningún caso se ha 
demandado a los jueces ni al Estado por los errores judiciales cometidos, por 
ello se ha sugerido, entre otros, se incorpore al Código Procesal Penal un artículo 
que prevea luego de transcurrido un lapso prudencial de 03 o 06 meses y de 
acuerdo al tipo de proceso, sea común o complejo, el control de oficio sobre la 





razones de su imposición y además la creación de un sistema automático de 
indemnización en favor de las personas injustamente encarceladas. 
 
















The level of the imposition of the measure of coercion of the preventive prison was 
investigated and the effects that it has generated in the processed persons that were 
finally declared innocent. The work was carried out in the province of Puno, with 11 cases 
being identified during the years 2012 to 2016. The imposition of preventive detention on 
persons found to be innocent was verified, generally for crimes of violation of sexual 
freedom and in others, for the crime of illicit drug trafficking and money laundering; 
Furthermore, it was noted that the duration of the measure was mostly between 04 to 12 
months, and others between 25 to 36 months in prison in people between 21 and 31 
years of age, causing them various damages such as: moral suffering, loss of life, work, 
disposition of their assets to solve their defense; in addition, after the freedom of the 
person prosecuted, difficulties to find work, social stigmatization, the definitive separation 
of the family and a case of alcoholism; also generated disappointment and discredit to 
the administration of justice to consider media, however, in no case has been sued 
judges or the State for the judicial errors committed, so it has been suggested, among 
others, be incorporated into the Code of Criminal Procedure an article that foresees after 
a prudential lapse of 03 or 06 months and according to the type of process, whether 
common or complex, ex officio control over the duration of the preventive detention to 
determine whether or not the reasons for its continuance imposition and also the creation 
of an automatic compensation system in favor of people unjustly imprisoned. 
 










La investigación “Nivel de Imposición de la prisión preventiva y sus efectos en el 
encausado absuelto”, ha tenido como propósito verificar si en efecto han existido 
procesos judiciales en los cuales se ha impuesto la medida de prisión provisional 
en personas que realmente eran inocentes, para conocer cuáles fueron los 
efectos perniciosos que se generaron en ellas durante el encierro temporal y 
luego de recuperada su libertad. 
En el sentido indicado, el trabajo ha sido estructurado de acuerdo a las 
indicaciones que aparecen en el reglamento de investigación vigente para la 
elaboración de tesis de grado y posgrado de la Universidad Andina Néstor 
Cáceres Velásquez 
El estudio se ha esbozado en cuatro capítulos. 
En el primero se plantea el problema a investigar, a su vez establece la 
relevancia e importancia de la investigación teniendo en cuenta que por tratarse 
de un tema de actualidad que tiene que ver con el ejercicio cotidiano de los 
magistrados, al dictar medidas cautelares como prisión preventiva que 
posteriormente con la secuela del proceso penal se establece en sentencia la 
inocencia del procesado, teniéndose como consecuencias daños de índole 





El segundo capítulo contiene los antecedentes bibliográficos existentes 
sobre el tema tanto a nivel internacional, nacional y local, así mismo se presenta 
la base teórica que sustenta la investigación.  
En el tercer capítulo se da a conocer el método de investigación 
empleado,        así como las técnicas e instrumentos que permitieron recoger la 
información necesaria para la elaboración de la tesis. 
En el cuarto capítulo, están los resultados de la investigación. Para este 
fin se ha sistematizado las respuestas obtenidas en las entrevistas realizadas 
tanto a los procesados como a los abogados defensores. Para una presentación 
más clara de los resultados se han elaborado tablas que permiten visualizar las 
respuestas obtenidas, a partir de las cuales se ha procedido a la interpretación y 
análisis respectivo. 
Se dan a conocer las conclusiones a las que se han llegado luego de las 
reflexiones y análisis de la problemática investigada, las mismas que han 
permitido formular recomendaciones que se espera puedan ser de utilidad para 
los operadores de justicia.    
Finalmente, se nominan las referencias bibliográficas y se insertan los 
anexos correspondientes. 
Ponemos a disposición del foro puneño la presente investigación para la 
crítica correspondiente, comprometiéndonos a seguir profundizando el tema y 













1.1. EXPOSICIÓN DE LA SITUACIÓN PROBLEMÁTICA 
Conforme lo prescribe el artículo 253.3º del Código Procesal Penal (en 
adelante “el código”, “del código” o “al código”), toda medida que implique 
la afectación de un derecho constitucional, sólo debe imponerse siempre 
y cuando resulte necesaria e indispensable para lograr los fines del 
proceso (investigación y debida ejecución oportuna de la sentencia o 
resolución final de condena).  
La medida de coerción personal denominada “prisión preventiva”, 
contenida en el artículo 268º del código, tiene como finalidad privar del 
derecho a la libertad a una persona que es comprendida como investigada 
en el curso de una causa penal, su finalidad concreta es asegurar los fines 
de la investigación bajo lo que se conoce como el evitar el peligro de 
obstaculización o entorpecimiento del esclarecimiento de los hechos y/o 
que existiendo la inminencia de la emisión de la sentencia condenatoria 





evite el peligro de fuga o evasión a la acción de la justicia por parte del 
futuro penado. 
Sin duda que los fines que se persigue con la prisión preventiva son 
razonables; sin embargo, es motivo de discusión, aun en la doctrina, que 
con ella se afecta el Principio de Presunción de Inocencia, que está 
previsto en el literal e) del inciso 24) del artículo 2º de la Constitución 
Política del Estado, pues, si bien por un lado la doctrina afirma que en la 
prisión preventiva no se discute la vigencia de la presunción de inocencia, 
por tanto aquella no se afecta más cuando se trata únicamente de una 
medida cautelar que además tiene la característica de ser variable en el 
tiempo (puede cesar, variar, prolongarse, etc.), empero, lo cierto es que 
en la realidad se priva de la libertad a una persona que se presume 
inocente y sin que existe resolución judicial de declaración de 
responsabilidad penal firme, se le da ya el tratamiento de un penado y que 
además la sociedad percibe a la prisión preventiva ya como una sanción 
y que –al margen del resultado final del proceso  la persona afectada con 
esa medida extrema es vista como una persona que fue encarcelada por 
haber cometido un delito, siendo estigmatizada por haber estado en la 
cárcel, todo lo cual claramente colisiona con la presunción de inocencia. 
No obstante la discrepancia existente, lo cierto es que la prisión 
preventiva está regulada en el ordenamiento procesal penal nacional y 
también en la legislación comparada y, teóricamente, no existe duda que 
su imposición debería exigir un análisis concienzudo, de modo tal que el 





concurrencia de fundados y graves elementos de convicción que, por un 
lado generen en él una alta o muy alta probabilidad de que en efecto se 
habría cometido el delito que postula la fiscalía, así como una alta o muy 
alta probabilidad de que el encausado esté vinculado como responsable 
penal en ese delito. 
Un segundo presupuesto es el de la prognosis de pena, esto quiere 
decir que aún cuando el proceso esté iniciándose o la investigación esté 
en curso, sea posible proyectar que frente a esa alta verosimilitud del 
delito y de la responsabilidad penal, exista también una seria posibilidad 
de que la pena a imponerse, en el caso sea superior a los cuatro años de 
privación de la libertad, lo cual resulta razonable a la luz de lo prescrito 
por el artículo 57º del Código Penal, cuyo análisis permite concluir que en 
nuestro país toda pena que sea superior a los cuatro años de privación de 
la libertad, irremediablemente tendrá que ser efectiva, es decir, el 
sentenciado tendrá que ser internado en un establecimiento penal, en 
tanto que existe la posibilidad para los casos de penas hasta de cuatro 
años, que su ejecución o privación de la libertad efectiva pueda ser 
suspendida bajo determinadas reglas de conducta. 
El tercer presupuesto que exige el mencionado artículo 268º es la 
existencia del peligro procesal que puede ser de las dos formas ya 
referidas: el peligro de fuga y/o el peligro de obstaculización. 
No obstante ello, la Casación Nº 626-2013-Moquegua, introdujo 
además dos aspectos adicionales, que consisten en que el fiscal tendrá 





proporcional (necesaria y adecuada para el caso) y sustente  la duración 
de la misma;  la casación aludida ha establecido que las audiencias de 
prisión preventiva tengan cinco tópicos de discusión: concurrencia de 
graves y fundados elementos de convicción, prognosis de pena, peligro 
procesal, proporcionalidad y duración de la medida. 
Teóricamente existe una alta exigencia para la imposición de la 
prisión preventiva; sin embargo, el foro nacional ha expresado protestas 
por su uso excesivo cuando debiera ser estrictamente excepcional, 
habiéndose percibido de modo empírico que existen casos en los cuales 
la medida se impuso pero finalmente el proceso concluyó con sentencia 
absolutoria. 
Ciertamente el artículo I.5º del Título Preliminar del código 
establece que el Estado garantiza la indemnización por errores judiciales, 
pero como ya indicamos, se percibe que existen casos en los que los 
procesados fueron encarcelados  pese a que el proceso concluyó con 
sentencia absolutoria, es decir, se aplicó la prisión preventiva en personas 
que finalmente se determinó eran inocentes, coligiéndose que la prisión 
no debida que sufrieron, genera diversos perjuicios en distintos ámbitos 
de su vida, siendo precisamente objeto de la presente investigación el 
conocer el índice de casos presentados en los que se aplicó la prisión 
preventiva, pero que finalmente concluyó con sentencia absolutoria o  con 
sobreseimiento, así como el conocer cuáles han sido los efectos 
perniciosos que se generaron en cada persona afectada y verificado ello, 





1.2  PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
1.2.1 Pregunta general 
¿Cuál es el nivel de la imposición de la prisión preventiva y cuáles serán 
los efectos que causan en personas que fueron absueltas o sobreseídas? 
1.2.2 Preguntas específicas 
a) ¿Cuál es el nivel de la imposición de la prisión preventiva en casos con 
procesados absueltos? 
b. ¿Cuáles son los efectos que genera la prisión preventiva en personas 
cuyos procesos concluyeron con sentencia absolutoria o 
sobreseimiento? 
1.3.  JUSTIFICACIÓN Y RELEVANCIA DE LA INVESTIGACIÓN 
La investigación realizada queda ampliamente justificada y es de 
relevancia por las  siguientes razones: 
a. Problema de actualidad: sin duda alguna el tema es de actualidad, 
toda vez que se percibe que se trata de un fenómeno que acontece 
en la labor cotidiana de los juzgados de investigación preparatoria y 
de juzgamiento, siendo además un tema mediático por el incremento 
de la delincuencia y el clamor social para su lucha frontal, frente a la 
sensibilidad que implica privar de la libertad a una persona que se 
presume inocente. 
b. Relevancia jurídica: el tema tiene una directa connotación sobre la 
praxis judicial actual, más aún cuando no concluye la implementación 





nacional, problemática que además tiene una incidencia que relaciona 
directamente al Derecho Penal, Procesal Penal con la Constitución y 
especialmente sobre la búsqueda de la eficacia de los procesos 
penales frente al Principio de Presunción de Inocencia previsto en el 
literal e) del inciso 24) del artículo 2º de la Carta Magna y por el artículo 
II del Título Preliminar del Código Procesal Penal. 
c. Relevancia social: la mediatización y sensibilidad mencionadas, 
develan que el tema investigado tiene relevancia social, con mayor 
razón cuando uno de los pilares del proceso penal actual, es que éste 
sea público  al permitirse que la sociedad puede asistir a las 
audiencias de prisión preventiva y los juicios, de modo tal que 
efectúen una labor de control sobre la actuación del Ministerio Público 
(que comprende a la labor de investigación que realiza la policía), de 
la misma defensa y de modo principal sobre las decisiones que emiten 
los jueces penales. Además, para nadie es ajeno que el 
encarcelamiento de una persona tiene un impacto en la sociedad, que 
generalmente “estigmatiza” a la persona encarcelada, aun cuando 
resultase ser inocente, pues este hecho lo marcará para toda su vida. 
d. Relevancia económica: sin duda que, por un lado, la promoción de 
audiencias de prisión preventiva implica per se costos para el Estado; 
lo son también los que asume sobre la persona que es internada en 
un establecimiento penal que conlleva los recursos que se destinan 
en los agentes penitenciarios y propiamente el desarrollo del proceso. 





procesada, implica para ella repercusiones de índole laboral, de 
desamparo familiar, de prestigio que suelen tener en parte, contenido 
patrimonial. 
1.4. OBJETIVOS 
1.4.1 Objetivo general 
Determinar el nivel de incidencia en la imposición de la prisión preventiva 
y conocer cuáles son los efectos que causan en personas que finalmente 
fueron absueltas o su causa de declaró sobreseída. 
1.4.2 Objetivos específicos 
a.  Delimitar el nivel de incidencia en la imposición de la prisión preventiva 
en procesos que concluyeron con sentencias absolutorias o 
sobreseimientos. 
b.  Analizar los efectos que causan en personas que finalmente fueron 
absueltas o su causa fue sobreseída. 
1.5. IMPORTANCIA Y ALCANCES DE LA INVESTIGACIÓN 
La presente investigación es un tema de actualidad de mucha importancia 
porque en los últimos años se observa que los magistrados, en lugar de 
ser objetivos en el análisis de las pruebas aportadas al proceso, suelen 
dictar prisión preventiva, sobre todo cuando el hecho delictivo es 
mediatizado, permitiendo que la mas media y el reclamo popular ejerza 
fuerte presión en la decisión que ha de tomar el magistrado para la 
aplicación de la prisión preventiva por la presunta comisión o participación 





la libertad a pensar la ley otorga a los magistrados la independencia y 
autonomía en la toma de decisiones. 
Considero también que es importante esta investigación por cuanto 
con ella se quiere sensibilizar a los magistrados para que al momento de 
dictar una medida tan drástica, se deba tener en cuenta que esta es una 
medida excepcional dictada para algunos casos y bajo determinadas 
circunstancias que determina la ley penal, porque no se puede estar 
utilizando estas mediadas indiscriminadamente vulnerando los derechos 
de encausados que en sentencia o con auto de sobreseimiento son 
declarados inocentes, sin medir las consecuencias del hecho que en 
muchos casos ocasiona la desestructuración familiar, problemas de índole 













EL MARCO TEÓRICO 
2.1. ANTECEDENTES DEL ESTUDIO 
Sobre el tema de la investigación propuesto, no existen investigaciones 
específicas sobre la prisión preventiva y sus efectos en el encausado 
absuelto, pero si algunos libros, monografías, artículos y tesis 
relacionados al tema, que servirán como antecedentes de la presente 
investigación. 
2.1.1 A nivel internacional 
En el contexto internacional encontramos la tesis de doctorado “La prisión 
provisional” de Asencio Mellado (1987), a partir de la experiencia de la 
legislación española presenta su posición con respecto a la prisión 
preventiva sosteniendo que ésta constituye una vulneración al principio de 
presunción de inocencia señalando además que se justifica la prisión 
preventiva siempre y cuando sea necesario para garantizar el desarrollo 
del proceso. 
Tiedemann y otros (1989) en el libro “Introducción al Derecho Penal 





inocencia obedece o está contemplado en la constitución española al ser 
considerado como derecho fundamental todo ciudadano, estando el 
inculpado en la facultad de exigir ser considerado y tratado como inocente, 
hasta que se pueda demostrar su culpabilidad en sentencia. 
Desde el contexto argentino, Binder (1993) en el libro “Introducción 
al Derecho Procesal Penal”, al referirse al tema de presunción de 
inocencia sostiene que todas la personas somos libres gozamos de ese 
derecho de la libertad afectándose esa situación cuando existe la 
posibilidad de que la persona pueda ser culpable como ocurre al momento 
de interponer denuncia por la posible comisión de un delito por una 
persona dando así inicio al proceso penal. 
Fernández Sessarego (1999) en el artículo “Daño al proyecto de 
vida Responsabilidad Civil y de Estado” que aparece en la Revista del 
Instituto Antioqueño de Responsabilidad Civil y del Estado, establece que 
se debe distinguir la expresión de daño moral y la concepción 
contemporánea de daño a la persona que son temas de investigación que 
aunque muy parecidos o vinculados entre sí, es necesario establecer la 
diferencia entre una y otra. 
Horvitz y López (2005), en el libro "Derecho Procesal Penal 
Chileno", al igual que otros investigadores señalan que la prisión 
preventiva es la privación de la libertad pero de manera temporal cuya 
finalidad seria asegurar los fines del proceso penal, para tal efecto deberá 





exige. Para los autores la prisión preventiva es una medida de coerción 
excepcional, por lo tanto no se debe abusar de ella.  
Desde la experiencia de la legislación brasileña, Silva (s/f) en el 
artículo “Prisão temporária e prisão preventiva”, analiza la prisión 
temporária y principalmente la prisión preventiva, verificando la manera 
cómo es enfocada en la doctrina, la legislación y la jurisprudencia 
brasileña, identificando sus características, así como las ilegalidades y 
abusos. De otro lado analiza también los conceptos vagos que determinan 
el dictaminar la prisión temporária para casos caso de la extrema 
necesidad para las diligencias policiales y la prisión preventiva para casos 
de garantizar el orden público. 
2.1.2 A nivel nacional 
De los escasos documentos existentes sobre el tema en el Perú, tenemos 
en primer lugar el libro de Peña Cabrera “Exegesis del Nuevo Código 
Procesal Penal” (2007), en el que da a conocer las medidas de coerción 
procesal mencionando a la prisión preventiva como medida de coerción 
personal. 
El artículo “Indemnización por errores judiciales” escrito por 
Cunyarache Vite (2009), se aproxima más a los objetivos de la 
investigación planteada, pues señala la forma como debe indemnizarse a 
las víctimas de errores judiciales, así mismo hace referencia a la manera 
cómo ha ido evolucionando a través del tiempo en el ámbito nacional 
como internacional, señala los obstáculos y lo engorroso que es el 





Por su parte Amoretti Pachas (2011) en su tesis para optar el grado 
de doctor en Derecho titulada “Las violaciones de los derechos 
fundamentales de los procesados, internos en centros penitenciarios de 
reos primarios  “ San Jorge” y “San Pedro” de la ciudad de Lima, por los 
jueces penales al decretar su detención preventiva y el exceso de 
permanencia de esta medida”, el autor en su investigación pretende 
demostrar  que en los penales de San  Jorge y San Pedro  existen internos 
primarios con detención preventiva, que tienen exceso de tiempo sin ser 
juzgados, violando sus derechos fundamentales,  siendo muchas veces 
esas detenciones arbitrarias, también señala que con la detención 
preventiva se produce el  hacinamiento en los centros penitenciarios y el  
retraso en el trámite de los procesos. 
Ortiz (2013) en el artículo “La prisión preventiva”, expresa que para 
que pueda proceder la privación de la libertad, ésta solo se puede dar en 
casos excepcionales y señalados en la ley cumpliendo con los 
presupuestos establecidos por la misma, teniendo en cuenta los principios 
procesales de la prisión preventiva. 
 En el artículo de Chang  (2014) “Breves apuntes sobre el daño 
moral en el derecho peruano”, precisa  que existen dos clases de daño, 
tenemos el daño patrimonial es la afectación del patrimonio de la víctima 
posible de ser cuantificable en  cambio el daño extrapatrimonial pertenece 
al ámbito de las emociones los sentimientos, por lo que el autor se 





daños, así mismo delimita sus diferencias; sin embargo, de acuerdo a los 
objetivos planteados en el ensayo, se limita a abordar el daño moral. 
2.1.3 A nivel local 
A nivel local existen varias investigaciones de tesis de grado y de maestría 
presentadas en las dos universidades más importantes de la región: la 
Universidad Nacional del Altiplano y la Universidad Andina Néstor 
Cáceres Velásquez.  
Valdéz (2010) en  la  tesis de maestría en Derecho titulada  “La 
motivación de la medida coercitiva de prisión preventiva, los derechos a 
la igualdad y dignidad humana y la selección de los sujetos más 
vulnerables”, centra su interés en describir las causas de por qué se 
transgrede derechos fundamentales al dictar la medida coercitiva de 
prisión preventiva, concluyendo que se debe a la “indebida motivación de 
resoluciones judiciales de los magistrados, que sin tener en cuenta las 
obligaciones y prescripciones constitucionales arbitrariamente motivan 
indebidamente las resoluciones judiciales” 
Balcona (2012) en la tesis de maestría titulada “Fundamentación y 
presupuestos materiales en audiencia de prisión preventiva y su 
incidencia en la libertad personal del imputado”, explica los presupuestos 
materiales de la prisión preventiva por los operadores del derecho según 
el Código Procesal Penal; además la investigación está orientada a la 
aplicación de los presupuestos materiales de prisión preventiva, por los 
operadores del derecho, bajo la vigencia del modelo procesal penal, en el 





fundamentación oral de los presupuestos  materiales de la solicitud de 
prisión preventiva aplicado por los operadores de derecho según el 
modelo de procesal garantista que con medida de coerción personal, 
limita el derecho fundamental de la libertad personal del imputado, en los 
juzgados de investigación preparatoria de la provincia de Puno.  
Jove (2015) en la tesis de licenciatura  “Motivación de la prisión 
preventiva en los juzgados de investigación preparatoria de Juliaca (año 
2013–2014) y su vinculación con los derechos fundamentales ¿medida 
cautelar o pena anticipada?”, realiza un análisis fundamentado sobre la 
indebida motivación de las resoluciones de prisión preventiva en la 
legislación peruana  que busca garantizar que los jueces y magistrados 
emitan resoluciones judiciales acorde al derecho y que “existan en ellos 
una coherencia y conexión lógica con los hechos y el derecho”. El estudio 
centra su interés en lo que sucede en los juzgados de investigación 
preparatoria de la ciudad de Juliaca, donde observa que los jueces de 
investigación preparatoria incumplen con los presupuestos establecidos 
para dictar la prisión preventiva, determinando la medida a criterio de un 
solo presupuesto, atentando con ello la presunción de inocencia y demás 
garantías constitucionales, por lo que el proceso se realiza de manera 
autoritaria y con un juicio anticipado. 
Paja (2015) en la tesis  “Implicancias de la figura jurídica del peligro 
de reiteración delictiva, como presupuesto material en el NCPP, para que 
el juez pueda dictar el mandato de prisión preventiva”, se interesa por 





del peligro de reiteración delictiva, como presupuesto material del artículo 
268 del nuevo Código Procesal Penal, concluyendo en que la figura 
jurídica del peligro de reiteración delictiva no se encuentra regulada dentro 
de nuestro ordenamiento procesal. 
Por último, Cabana (2015) en la tesis  “Abuso del mandato de 
prisión preventivo y su incidencia en el crecimiento de la población penal 
en el Perú”, se interesa en dar a conocer el hacinamiento carcelario que 
existe en el Perú, centrando su estudio en el problema de la prisión 
preventiva y su incidencia en la sobrepoblación carcelaria en el Perú y en 
particular en la Región Puno-Juliaca, dando a conocer que más del 
cincuenta por ciento de la población penitenciaria peruana se encuentra 
recluida en situación de prisión preventiva, teniéndose que en muchos de 
los casos nunca debieron ser privados de su libertad con tal medida de 
coerción personal. En el caso del Establecimiento Penal de Juliaca, el 
autor refiere que al menos una tercera parte de personas privadas de la 
libertad, se encontraban en condición de procesados o prisión preventiva, 
con ello se observa los excesos que vienen cometiendo algunos jueces al 
abusar de esta medida cautelar sin tener en cuenta que esta es una 
medida excepcional.   
2.2  BASES TEÓRICAS 
2.2.1 Prisión preventiva  
La prisión preventiva viene a ser la privación de la libertad que pesa sobre 





personal de precaución, que tiene por finalidad garantizar la investigación 
del delito vinculado al imputado.  
La mayoría de los autores (Asencio Mellado, 1987; Peña Cabrera 
2007; Horvtiz y López, 2005; Loza Avalos, 2013) coinciden en que es una 
medida coercitiva de carácter personal que tiene por finalidad garantizar 
el proceso penal, precisando también que con la prisión preventiva se está 
vulnerando el principio de presunción de inocencia   consagrada en 
nuestra Constitución, al respecto debo señalar que con la presente 
investigación lo que se quiere demostrar  que muy a pesar de existir una 
alta exigencia para la imposición de la prisión preventiva, en la realidad 
nacional se viene presentando protestas por su uso excesivo por cuanto 
la ley establece claramente  que es una medida de coerción personal de 
carácter excepcional, habiéndose percibido de modo empírico que existen 
casos en los cuales esta medida  es abusiva, ya que con la investigación 
se pudo determinar en sentencia absolutoria o con auto de sobreseimiento  
la inocencia de la persona procesada e injustamente privada de su 
libertad, dejando en la victima  una serie de efectos negativos como por 
ejemplo daño económico, social laboral, personal y psicológico que se 
extiende inclusive a su familia por lo que vale preguntarse  ¿será la prisión 
preventiva una medida de coerción justa y efectiva? 
Evolución legislativa de la detención preventiva 
Amoretti  Navarro (2011, p. 267) hace una breve recopilación de la 
evolución que ha tenido en nuestra historia el tema de prisión preventiva 





- Artículo 79 del C. de P. P. de 1940, basado en la presunción de 
culpabilidad. 
- Decreto Legislativo 126 que modificó el artículo 79º del C. de P. P., 
que mantuvo la presunción de culpabilidad. 
- Ley 23612 que modificó nuevamente el artículo 79 del C. de P. P., que 
señalaba delitos por los cuales procedía decretar detención al abrir 
instrucción, pero basándose en suficientes y contundentes elementos 
probatorios. 
- Ley 24388, promulgada el 3 de diciembre de 1985, modifica el referido 
artículo: indicando los delitos para decretar detención, deben ser 
dolosos y sustentados en suficientes elementos probatorios. 
- El artículo 135 del C. P. P. de 1991, fija requisitos para fijarla debiendo 
de concurrir estos de manera conjunta: 
a) Suficiencia de prueba de la comisión del delito y su vinculación con el 
autor o partícipe. 
b) Prognosis de pena, superior a 4 años. 
c) El procesado pueda eludir a la justicia o perturbar la actividad 
probatoria. 
-      El artículo 135 del C. P. P. de 1991, ha sido modificado: 
a) Mediante la Ley Nº 27226 promulgada el 27 de diciembre de 1999. La 
modificación se verificó al considerar que no constituye elemento 
probatorio suficiente la condición de miembro de directorio, gerente, 





a la justicia la pena prevista en la ley para el delito denunciado. El juez 
puede revocarla de oficio, cuando nuevos actos de investigación 
pongan en cuestión la suficiencia de pruebas que dieron lugar a que se 
decretara dicha medida coercitiva. 
b) Ley 27753, cuando se sostenga que el imputado intente eludir la acción 
de la justicia, debe existir suficientes elementos probatorios. 
-  Ley 27934.- Detención preventiva judicial en una investigación 
preliminar, para determinados delitos, flagrancia hasta por 7 días. 
-    El artículo 268 del CPP- 2004. 
Características de la prisión preventiva 
La prisión preventiva es una medida cautelar que necesariamente debe 
ser dictada por el juez de investigación preparatoria a solicitud del 
Ministerio Público en audiencia Pública o Privada según sea el delito 
donde regirá el principio de oralidad inmediación y publicidad salvo 
excepciones, esta medida cautelar tiene las siguientes características: 
  a) Es una medida excepcional 
Es excepcional porque la prisión preventiva o detención es la excepción a 
la regla general de la libertad, es decir el hecho de ser procesado con una 
medida menos gravosa como por ejemplo la comparecencia con 
restricciones con reglas de conducta e inclusive pagando una caución. Al 
respecto tenemos las opiniones de dos juristas. 
Según Ortiz (2013),  esta medida solo se aplica en casos 





indicando, además, que este principio está estrechamente ligado al 
principio de necesidad que señala que solo se podrá aplicar cuando no 
baste aplicar otra medida menos gravosa, como podría ser una 
comparecencia restringida.  
Vásquez (2005, p. 13) manifiesta que si bien es cierto las 
modificaciones legislativas orientadas a la protección al derecho 
fundamental de la libertad también señala que se “evidencia un empleo 
abusivo de la medida por parte de los operadores del Derecho llamados 
a imponerla y en no muy pocos casos una deficiente preparación 
académica de los mismos para comprender su contenido y presupuestos”. 
b) Es una medida provisional 
Según la norma procesal la prisión preventiva es una medida de carácter 
provisional, no debe entenderse como un adelanto de una prisión o de la 
sanción señalada en una sentencia, debe tenerse en consideración que 
solo se dicta esta medida  para asegurar los actos de investigación y el 
proceso penal. 
Según Peña Cabrera (2005, p. 20): “Las medidas cautelares están 
sometidas a la regla rebus sic stantibus,” lo que quiere decir el autor es 
que estas medidas solo se aplicarán mientras subsistan los presupuestos 
argumentados. La temporalidad de las medidas cautelares es una regla a 
tener en cuenta, no pueden ser definitivas, por ello la ley procesal señala 
el plazo.  
c) Es una medida variable 
Por ser una medida cautelar está sujeta a cambios, puede cesar si se dan 





mismos motivos que dieron lugar a la medida, considerando entonces que 
es necesaria la variación de la medida cautelar por otra menos gravosa 
dando lugar a la cesación de la prisión preventiva. 
Principios que deben concurrir para dictar la prisión preventiva 
Según la teoría, los principios a los que se debe recurrir para dictar la 
prisión preventiva son: 
a) Principio de legalidad 
De acuerdo a Ortiz (2013),  la privación de la libertad solo se puede dar 
en determinados casos y cuando la norma procesal expresamente así lo 
señale, siempre y cuando se den los presupuestos , requisitos y 
condiciones establecidas por la misma, teniendo siempre presente  las 
garantías que la ley concede al detenido.  
b) Principio de jurisdiccionalidad   
También según Ortíz (2013), se puede decir que el hecho de privar de la 
libertad a una persona supone que ésta debe ser dictada por un juez 
competente, en un debido proceso la que debe estar contenida en una 
resolución debidamente motivada.  
c) Principio de proporcionalidad 
Según el principio de proporcionalidad,   se considera que la prisión 
preventiva debe ser la única medida a considerar en un determinado caso 
por ser esta necesaria, idónea e imprescindible, para garantizar que el 
proceso se desenvuelva con éxito y se tenga la sujeción del imputado al 





De otro lado el principio de proporcionalidad  se  desnaturaliza 
resultando desproporcionada la medida cautelar cuando resulta 
desproporcionado que ante delitos de menor gravedad o poco daño 
social, se restrinja la libertad ambulatoria de los procesados, por cuanto 
ello implica desconocer los efectos criminógenos de las privaciones de la 
libertad de corta duración. De esta forma da la impresión que la medida 
cautelar impuesta pareciera ser un anticipo de la pena (Oré Guardia, 
citado por Ortiz, 2013). 
2.2.2 Presunción de inocencia 
La presunción de inocencia es considerada  como un derecho 
fundamental y que nuestra  Constitución Política señala que toda persona 
es considerada inocente mientras no se le haya declarado judicialmente 
su culpabilidad, entendiendo que esta responsabilidad con resolución 
judicial emitida por un juez competente y  mediante un debido proceso tal 
como lo señala nuestra norma procesal vigente. Al respecto damos a 
conocer las opiniones de diferentes juristas.  
Para Binder, (1993), no es necesario que una persona construya 
su inocencia, pues con la sentencia se determinara si es inocente o 
culpable. En su investigación el autor señala que todos tienen el derecho 
a ser considerados inocentes ya que con la sentencia firme se 
determinará con certeza su responsabilidad inocencia del hecho ilícito que 
se le imputa, vale decir con sentencia absolutoria o condenatoria emitida 





De acuerdo a Cárdenas (2006) “solo se debe aplicarse tal medida 
en casos excepcionales que la presunción de inocencia es un derecho 
subjetivo público, que se ha elevado a la categoría de derecho humano 
fundamental que opera en las situaciones extra procesales y en el campo 
procesal, con influjo decisivo en el régimen trabajando en de la prueba”. 
2.2.3.  Presupuestos de la prisión preventiva de acuerdo a la doctrina 
Picó y Junoy (1997, p. 74) Señala que necesariamente de tener en 
cuenta la concurrencia de dos presupuestos: 
a) El fumus boni iuris, lo que quiere decir que existan indicios suficientes 
y racionales de la comisión de un hecho delictivo por el imputado; y, 
b) El periculum in mora, que debe integrarse con la consecución de fines 
constitucionalmente legítimos y congruentes con la naturaleza de esta 
medida, con la finalidad de evitar que el encausado trate de evitar la 
acción de la justicia (peligro de fuga). 
Presupuestos de la prisión preventiva según el Código Procesal 
Penal 
La prisión preventiva, es aquella medida cautelar personal más radical y 
dolorosa razón por la cual el legislador ha establecido puntuales 
exigencias, requisitos objetivos y concurrentes previstos en el Título III 
Prisión Preventiva, Capítulo I de Los presupuestos de la prisión 
preventiva, artículos 268 al 270, que a la letra dice:  
Artículo 268 Presupuestos materiales.-  
1. El Juez, a solicitud del Ministerio Público, podrá dictar mandato de prisión 
preventiva, si atendiendo a los primeros recaudos sea posible determinar la 






a) Que existen fundados y graves elementos de convicción para estimar 
razonablemente la comisión de un delito que vincule al imputado como autor o 
partícipe del mismo.  
b) Que la sanción a imponerse sea superior a cuatro años de pena privativa de 
libertad; y  
c) Que el imputado, en razón a sus antecedentes y otras circunstancias del caso 
particular, permita colegir razonablemente que tratará de eludir la acción de la 
justicia (peligro de fuga) u obstaculizar la averiguación de la verdad (peligro de 
obstaculización).  
Artículo 269 Peligro de fuga.-  Para calificar el peligro de fuga, el Juez tendrá en 
cuenta:  
1. El arraigo en el país del imputado, determinado por el domicilio, residencia 
habitual, asiento de la familia y de sus negocios o trabajo y las facilidades para 
abandonar definitivamente el país o permanecer oculto;  
2. La gravedad de la pena que se espera como resultado del procedimiento;  
3. La importancia del daño resarcible y la actitud que el imputado adopta, 
voluntariamente, frente a él;  
4. El comportamiento del imputado durante el procedimiento o en otro procedimiento 
anterior, en la medida que indique su voluntad de someterse a la persecución 
penal.  
Artículo 270 Peligro de obstaculización.- Para calificar el peligro de 
obstaculización se tendrá en cuenta el riesgo razonable de que el imputado:  
1. Destruirá, modificará, ocultará, suprimirá o falsificará elementos de prueba.  
2. Influirá para que coimputados, testigos o peritos informen falsamente o se 
comporten de manera desleal o reticente.  
3. Inducirá a otros a realizar tales comportamientos.  
 
2.2.4 El daño producto de la prisión preventiva   
a) Daño moral 
El daño moral  es aquel que lesiona la esfera sentimental, emocional y 
psicológica de la persona, que se considera está dentro del daño extra 





económicos de una persona, al respecto se tiene diferentes posiciones de  
renombrados juristas sobre esta situación. 
 
Según Fernández Sessarego (1999) entre el tradicional daño moral 
y el daño hay diferencias, y sostiene que el mal llamado daño moral no es 
autónomo y sostiene que es el daño causado a uno de los aspectos 
psicológicos no patológicos de la persona (daño a la persona), también 
considera que ya no se debería hacer referencia a un daño moral, pues 
considera que este carece de significado. 
 
Cabanellas (2002) menciona que el daño moral viene ser aquella 
lesión que sufre una persona en su honor, su buena reputación, afectos o 
sentimientos por acción culpable o dolosa de otros. 
 
De acuerdo a Chang (2014) los daños que puede sufrir una 
persona se agrupan, teniendo en cuenta los valores o intereses afectados, 
en patrimoniales y extrapatrimoniales, entre los primeros encontramos 
aquellos  que afectan el patrimonio de la víctima, es decir  aquellos que 
se puede establecer un quantum económico; en cuanto a los daños extra 
patrimoniales encontramos aquellos que no afectan el patrimonio de quien 
padece el daño sino que lo hacen en una esfera opuesta a la económica 
y que se identifica con todo lo opuesto a ello, es decir cuando se afecta 
aquellos derechos o bienes que por su propia naturaleza no tienen una 
afectación o valorización económica sino que su perjuicio es uno no 
económico, sentimental o emocional, es aquel daño que genera 





emocional del sujeto, es el sufrimiento que se sufre  a consecuencia de la 
conducta dañosa. 
b) Daño a la persona 
Considerado como concepto contemporáneo, es aquel el daño que se le 
pueda causar a una persona considerada como una unidad 
psicosomática, ya sea en el soma o cuerpo o en la psique es decir un 
daño psicológico. 
Fernández Sessarego (citado por Chang, 2014), establece que el 
daño a la persona implica la reparación de las consecuencias originadas 
por el daño causado al ser humano como unidad psicosomática 
constituida y sustentada en su libertad. En tal sentido este daño que se le 
causa a la persona tanto en el cuerpo o soma y a la psique debe ser 
reparado. 
También el Código Civil en la sexta sección de responsabilidad 
extracontractual, artículo 1984, señala “El daño moral es indemnizado su 
magnitud y el menoscabo producido a la víctima o a su familia”, lo que 
significa que todo daño moral producido a la víctima a consecuencia de 
una conducta dañosa por otra persona debe ser indemnizada. 
2.2.5 Costos económicos de la prisión preventiva   
 
Con relación a los posibles costos que se dan a consecuencia de la 
aplicación de la prisión preventiva al encausado que posteriormente es 
absuelto en sentencia, se tiene que incluir aquellos que no siempre son 





operadores de justicia. Analizando el caso mexicano, para Zepeda (2010) 
éstos son: los costos para el detenido, los costos para la familia del 
detenido y los costos para el Estado.  
a) Costos para el detenido 
Costos laborales (ausencia de actividad económica). Los costos 
laborales son aquellos que van a determinar en el detenido el  alejamiento 
de cualquier actividad que le permita ingresos económicos “Este costo de 
oportunidad es enorme, pues el 60 por ciento de los reclusos tiene entre 
16 y 30 años, es decir, está en la etapa de plena capacidad productiva” 
(Zepeda, 2010, p. 46).  
Lo que se quiere establecer no solo es la pérdida de oportunidades 
laborales de los detenidos, sino el hecho que el detenido por prisión 
preventiva, en caso de ser trabajador del Estado, empresa privada o 
trabajador independiente, deja de percibir ingresos económicos para la 
subsistencia de su familia y de él mismo, incluso en el caso de ser 
desempleado, se le priva el derecho a la búsqueda de oportunidades 
laborales.  
Riesgo de muerte o enfermedad en prisión. Para el caso mexicano, el 
mismo autor indica que la sobrepoblación y las malas condiciones de las 
cárceles y con ello de la reclusión, hacen que dichos establecimientos 
sean lugares donde existen mayores probabilidades de morir asesinado, 
atentar contra su propia vida o contraer alguna enfermedad.  
En el caso peruano, la situación es muy similar, estando registrados 





preventiva, un caso reciente en el contexto local es la del  ex alcalde de 
Juliaca David Maximiliano Mamani Paricahua,  que falleció en el penal de 
Yanamayo, donde estaba cumpliendo prisión preventiva, por motivos aún 
no esclarecidos, presumiéndose ser un caso de suicidio o de asesinato. 
Aportes a la seguridad social de trabajadores detenidos. El trabajador 
detenido durante el proceso pierde las aportaciones de los empleadores 
y el Estado. En este caso los detenidos que se encontraban laborando 
antes del proceso penal, dejan de aportar dinero para su jubilación, así 
como la “cuota social” que aporta el gobierno federal a las cuentas de 
seguridad social. 
En el Perú, los procesados  que sufrieron prisión preventiva y que 
antes de iniciado el proceso penal eran trabajadores dependientes del 
Estado o entidades privadas,  pierden los aportes de sus empleadores 
como por ejemplo aportaciones de ESSALUD, AFP, compensación por 
tiempo de servicios, gratificaciones, etc., que a la larga lo perjudican. 
Pagos extralegales. Se entiende que el Estado debe asegurar brindar de 
manera transparente y gratuita las instalaciones y servicios que permitan 
al detenido vivir dignamente en prisión durante el tiempo que permanezca 
detenido o sentenciado; sin embargo,  las cárceles suelen estar saturadas 
y al existir poca inversión pública, genera disputas por los espacios, los 
alimentos y los servicios, es en este escenario donde se generan redes 
de corrupción que exigen y hasta obligan a los internos a pagar cuotas a 
los agentes de seguridad a cambio de ciertos privilegios como: “celdas 





disponer de reclusos a su servicio”. En el caso de los “no privilegiados”, 
tienen que pagar un monto de dinero, para acceder a los servicios que en 
sí deben ser gratuitos (Zepeda, 2010).   
Es de conocimiento público que en nuestro país los centros 
penitenciarios  se encuentran sobrepoblados y  en pésimas condiciones 
sanitarias y alimentarias, por lo que  un detenido por prisión preventiva, 
se ve en la necesidad de realizar gastos para su alimentación, o para  
gozar de ciertos servicios, sin contar con que algunos funcionarios del 
Instituto Nacional Penitenciario (INPE), exigen dinero para protegerlos, 
contar con algunas ventajas frente al resto de reclusos y otros beneficios, 
que muchas veces fueron presentados y denunciados por las medios de 
comunicación.  
b) Costos para la familia del detenido  
Ayuda en la manutención del detenido. Zepeda (2010) señala que, las 
carencias que se tienen en las cárceles y que no permiten mantener 
dignamente al detenido, suelen ser asumidas por su familia, este es el 
caso de la mala calidad de los alimentos, asumiendo la familia la 
responsabilidad en proporcionarla, ya sea llevándolos al centro 
penitenciario o dándole dinero al detenido para la pueda comprar. Algo 
similar sucede con la dotación de artículos para el aseo personal, ropa, 
zapatos, cobijas y medicinas. 
  La realidad en el Perú  nos demuestra que los internos con prisión 
preventiva tiene que recurrir a sus familiares para solicitar ayuda para su 





les proporcionan es de mala calidad nutricional, también deberán 
solventar los gastos de medicinas, artículos de higiene personal etc. 
Tiempo perdido a causa de las visitas. Los familiares que visitan a 
internos recluidos con prisión preventiva no solo se sienten afectados 
emocionalmente  por estas visitas angustiantes, sino que muchas veces 
tienen que destinar varias horas para poder visitar a su familiar, horas que 
traducido a horas de trabajo efectivo, representan pérdidas para su 
economía; en otros casos deben solicitar permiso en sus centros laborales 
para realizar trámites judiciales o para realizar visitas al familiar detenido 
y, cuando se  exceden en el tiempo de permiso, le  ocasiona problemas 
en sus centros laborales que dan como consecuencia el descuento por 
horas no laboradas  
Pago de abogados privados. Los gastos en abogados privados son 
asumidos por la familia del detenido, siendo difícil estimar los costos de la 
defensa privada, ya que los servicios profesionales no están regulados, 
dependiendo mucho del tipo de delito o del prestigio del abogado. 
 En nuestro país se ha visto que muchos de las encausados por la 
presunta comisión de un delito y que están sujetos a una prisión 
preventiva, suelen contratar los servicios de un abogado privado que 
creen llevará mejor el caso por su prestigio profesional, pues por lo 
general no se confía mucho en el defensor de oficio. 
c) Costos para el Estado 
Según Zepeda (2010), los costos que demanda la detención al Estado, en 





de la infraestructura adecuada, así como en los gastos corrientes que 
demandan mantener a los detenidos en los los reclusorios. 
En el Perú los costos que le demandan al Estado la detención de 
un encausado por prisión preventiva, son: la manutención del detenido, 
que implica alimentación atenciones médicas, entre otros; gastos del 
proceso penal, se tiene por ejemplo los gastos del personal del Ministerio 
Publico, Poder Judicial la defensa pública etc.; además, el mantenimiento 
de infraestructura adecuada y los gastos de servicio que ésta demanda.  
Al respecto en un diario de circulación nacional1, se da conocer que 
según el censo realizado por el INPE en 2017, existen 103,196 presos en 
las cárceles peruanas, ese mismo año el INPE utilizó un total de S/. 
798,613,389 soles, para gastos de personal, servicios, bienes, 
obligaciones sociales, etc., es decir, cada preso estaría costando los 
contribuyentes peruanos  en monto anual de S/. 7,730.801 soles.    
2.2.6 Indemnización por errores judiciales 
Cunyarache (2009), sugiere que  el  Estado al causar daño extra 
patrimonial (daño moral) y daño patrimonial como producto de aplicación 
de prisión preventiva, que luego con sentencia es absuelto, debe pagar la 
indemnización económica correspondiente  debiendo ser esta apropiada, 
suficiente y rápida,  adoptando las medidas más adecuadas  para hacerla 
efectiva inclusive hacia su familia.  La misma autora de manera breve da 
a conocer que:  
                                                 







[…] el alcance de esta norma, exponiendo ideas, proyectándose a una visión real 
de esta figura, demostrando que los buenos propósitos con que se regula la 
indemnización por errores judiciales no han sido más que ilusiones que 
lamentablemente cuentan con una representación literal, pero sin verdadero 
protagonismo. 
Además añade que: 
Indemnizar significa reparar, compensar, resarcir a una persona víctima de un 
acto injusto. Es por ello que el Estado debe preocuparse en hacer efectiva dicha 
indemnización, que ésta sea apropiada, suficiente y rápida, es decir de índole 
pecuniaria, así como la adopción de medidas que permitan reparar las 
condiciones de vida de las personas víctimas de un error judicial, v.gr.: reinsertar 
a la víctima a una labor y brindarle una atención médica continua que permita 
eliminar los rezagos del daño sufrido. Es cierto que la ley establece que la 
indemnización debe ser proporcional al daño causado y a la gravedad de la 
violación, pero estos elementos (salud y trabajo) son importantes para el proceso 
de curación de las personas, porque transforman sus sentimientos de pena, 
aislamiento en la sociedad y estigmatización por ser víctima comprobada de un 
error judicial, advirtiendo que no se busca eliminar cabalmente el daño por ser 
imposible, pero se pueden aminorar los efectos causados por este lapsus 
judicial.  
a) Indemnización por errores judiciales según la legislación nacional  
i. Constitución Política del Perú 
El art. Nro. 139 inciso Nro. 7 señala la indemnización, en la forma que 
determine la ley, por los errores judiciales en los procesos penales y por 
las detenciones arbitrarias, sin perjuicio de responsabilidad a que hubiere 
lugar. 
ii. Código Procesal Penal Decreto Legislativo Nro. 957 de 29-07-2004 
En el art. 1 del Título Preliminar señala que el Estado garantiza la 






iii. Ley Nro. 24973, Ley de Indemnización por Errores Judiciales y  
     Detenciones Arbitrarias de fecha 28-12-1988 
Que señala los casos de detención arbitraria asimismo crea el Fondo 
Nacional Indemnizatorio por errores judiciales, el mismo que serviría para 
el pago de indemnizaciones producto de errores judiciales cuando se haya 
determinado por resolución judicial la absolución o archivamiento 
definitivo del proceso. 
Teniendo todo este marco normativo nacional que trata sobre la 
indemnización por error judicial cabe preguntarnos ¿es realmente efectiva 
en nuestra legislación? Para responder esta pregunta es necesario tener 
que el resarcimiento es sinónimo desagravio, compensación por un daño 
causado como  por ejemplo el daño que se pueda causar al patrimonio, lo 
que dejó de percibir la persona, el daño moral, social  que puede 
proyectarse inclusive a la familia de la víctima que la sufre ocasionando 
una serie de conflictos emocionales y principalmente económicos; 
debiendo el Estado resarcir el daño indemnizando apropiadamente en el 
aspecto  económico a la víctima  debiendo de ser esta de manera rápida, 
además el Estado deberá brindarle atención médica para lograr su 
rehabilitación emocional psicológica por ser el responsable por dictar 
prisión preventiva al encausado que con la sentencia o con un auto de 
sobreseimiento de declaro inocente daños que se puede determinar por 
ejemplo con la pérdida del trabajo, conflictos familiares, estigmatización 







c) Indemnización por errores judiciales en el ámbito internacional  
Según la Corte Interamericana de Derechos Humanos es el órgano 
judicial de la Organización  de los Estados Americanos que goza de 
autonomía,  su sede  se encuentra en San José de Costa Rica, su 
propósito es aplicar e interpretar la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos  de estricto cumplimiento entre los países que son 
parte, su objetivo es la protección de los derechos humanos.  
Entre sus funciones está la de conocer  los casos en que se alegue 
que uno de los Estados partes ha violado un derecho o libertad protegidos 
por la Convención, siendo necesario que se hayan agotados los 
procedimientos previstos en la misma, tales como el agotamiento de los 
recursos internos. En estos casos, la persona que sienta que ha sido 
víctima de errores judiciales, puede recurrir a esta instancia internacional 
a fin de que el Estado pueda resarcir el daño causado. 
De otro lado de acuerdo a la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos en el artículo 10 sobre Derecho a Indemnización 
indica que: “Toda persona tiene derecho a ser indemnizada conforme a la 
ley en caso de haber sido condenada en sentencia firme por error judicial”. 
2.2.7 La prisión preventiva según el Código Procesal Penal   
La prisión  preventiva  está  contemplada  en el Título III del Código 
Procesal Penal de  2004, y comprende seis capítulos que contienen los 
artículos 268 al 285. Los títulos de cada capítulo son: 





Capítulo II     : La duración de la prisión preventiva. 
Capítulo III : La impugnación de la prisión preventiva. 
Capítulo IV : La revocatoria de la comparecencia por prisión preventiva. 
Capítulo V : La incomunicación. 
Capítulo VI : La cesación de la prisión preventiva. 
Para los fines de la tesis, se transcriben los artículos 268° al 271° del 
Capítulo I:  
                   Artículo 268°.-  Presupuestos materiales 
El Juez, a solicitud del Ministerio Público, podrá dictar mandato de prisión preventiva, 
si atendiendo a los primeros recaudos sea posible determinar la concurrencia de los 
siguientes presupuestos:  
a) Que existen fundados y graves elementos de convicción para estimar 
razonablemente la comisión de un delito que vincule al imputado como autor o 
partícipe del mismo.  
b) Que la sanción a imponerse sea superior a cuatro años de pena privativa de 
libertad; y, 
c)   Que el imputado, en razón a sus antecedentes y otras circunstancias del caso 
particular, permita colegir razonablemente que tratará de eludir la acción de la 
justicia (peligro de fuga) u obstaculizar la averiguación de la verdad (peligro de 
obstaculización).  
Artículo 269°.- Peligro de fuga 
Para calificar el peligro de fuga, el Juez tendrá en cuenta: 
1. El arraigo en el país del imputado, determinado por el domicilio, residencia 
habitual, asiento de la familia y de sus negocios o trabajo y las facilidades para 
abandonar definitivamente el país o permanecer oculto; 
2. La gravedad de la pena que se espera como resultado del procedimiento; 
3. La magnitud del daño causado y la ausencia de una actitud voluntaria del 
imputado para repararlo; 
4. El comportamiento del imputado durante el procedimiento o en otro 
procedimiento anterior, en la medida que indique su voluntad de someterse a la 





5. La pertenencia del imputado a una organización criminal o su reintegración a  las 
mismas. 
 
Artículo 270°.- Peligro de obstaculización 
Para calificar el peligro de obstaculización se tendrá en cuenta el riesgo razonable 
de que el imputado: 
1. Destruirá, modificará, ocultará, suprimirá o falsificará elementos de prueba. 
2. Influirá para que coimputados, testigos o peritos informen falsamente o se 
comporten de manera desleal o reticente. 
3. Inducirá a otros a realizar tales comportamientos. 
 
Artículo 271°.- Audiencia y resolución 
1. El Juez de la Investigación Preparatoria, dentro de las cuarenta y ocho horas 
siguientes al requerimiento del Ministerio Público realizará la audiencia para 
determinar la procedencia de la prisión preventiva. La audiencia se celebrará con 
la concurrencia obligatoria del Fiscal, del imputado y su defensor. El defensor 
del imputado que no asista será reemplazado por el defensor de oficio. 
2. Rige en lo pertinente, para el trámite de la audiencia lo dispuesto en el artículo 
8°, pero la resolución debe ser pronunciada en la audiencia sin necesidad de 
postergación alguna. El Juez de la Investigación Preparatoria incurre en 
responsabilidad funcional si no realiza la audiencia dentro del plazo legal. El 
Fiscal y el abogado defensor serán sancionados disciplinariamente si por su 
causa se frustra la audiencia. Si el imputado se niega por cualquier motivo a 
estar presente en la audiencia, será representado por su abogado o el defensor 
de oficio, según sea el caso. En este último supuesto deberá ser notificado con 
la resolución que se expida dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la 
conclusión de la audiencia. 
3. El auto de prisión preventiva será especialmente motivado, con expresión 
sucinta de la imputación, de los fundamentos de hecho y de derecho que lo 
sustente, y la invocación de las citas legales correspondientes. 
4. El Juez de la Investigación Preparatoria, si no considera fundado el 
requerimiento de prisión preventiva optará por la medida de comparecencia 






2.2.8 La prisión preventiva en la legislación brasileña 
Sin pretender realizar un estudio comparativo con lo que ocurre en otros 
países, a manera de ejemplo se da a conocer la manera como es tratada 
la prisión preventiva según el Código Procesal Penal Brasileño que data 
del 3 de octubre de 1941, Decreto-Ley No 3.689, habiendo sido alterados 
los dispositivos relativos a la prisión procesual, fianza, libertad provisional 
y otras medidas cautelares en 2011 mediante la Ley N° 12.403.  
Sobre la prisión preventiva, esta es una medida de precaución 
expresamente prevista en el capítulo III, artículos 311 al 316 del Código 
Procesal Penal:  
Art. 311.  Em qualquer fase da investigação policial ou do processo penal, caberá 
a prisão preventiva decretada pelo juiz, de ofício, se no curso da ação penal, ou 
a requerimento do Ministério Público, do querelante ou do assistente, ou por 
representação da autoridade policial. 
Art. 312.  A prisão preventiva poderá ser decretada como garantia da ordem 
pública, da ordem econômica, por conveniência da instrução criminal, ou para 
assegurar a aplicação da lei penal, quando houver prova da existência do crime 
e indício suficiente de autoria.  
Parágrafo único.  A prisão preventiva também poderá ser decretada em caso de 
descumprimento de qualquer das obrigações impostas por força de outras 
medidas cautelares. 
Art. 313.  Nos termos do art. 312 deste Código, será admitida a decretação da 
prisão preventiva:  
I - nos crimes dolosos punidos com pena privativa de liberdade máxima superior 
a 4 (quatro) anos;  
II - se tiver sido condenado por outro crime doloso, em sentença transitada em 
julgado, ressalvado o disposto no inciso I do caput do art. 64 do Decreto-Lei 





III - se o crime envolver violência doméstica e familiar contra a mulher, criança, 
adolescente, idoso, enfermo ou pessoa com deficiência, para garantir a 
execução das medidas protetivas de urgência;  
IV - (revogado).  
Parágrafo único.  Também será admitida a prisão preventiva quando houver 
dúvida sobre a identidade civil da pessoa ou quando esta não fornecer elementos 
suficientes para esclarecê-la, devendo o preso ser colocado imediatamente em 
liberdade após a identificação, salvo se outra hipótese recomendar a 
manutenção da medida. 
Art. 314.  A prisão preventiva em nenhum caso será decretada se o juiz verificar 
pelas provas constantes dos autos ter o agente praticado o fato nas condições 
previstas nos incisos I, II e III art. 23 do Decreto-Lei no 2.848, de 7 de dezembro 
de 1940 - Código Penal. 
Art. 315.  A decisão que decretar, substituir ou denegar a prisão preventiva será 
sempre motivada.  
La prisión preventiva es la principal modalidad de prisión cautelar 
existente en el ordenamiento jurídico brasileño, a diferencia de los que 
sucede en el Perú, esta medida es aplicada por tiempo indeterminado. 
Las condiciones para que se ponga en práctica la prisión preventiva son 
las siguientes: peligro de fuga del investigado del agente criminoso, 
peligro que continúe en actividad criminosa, que haya una convulsión 
popular que ponga en riesgo su vida o la tranquilidad pública y peligro de 
fuga para el exterior.  
En este momento en Brasil se aplica la prisión preventiva fuera del 
cuadro legal, en los proceso de investigación por “corrupción”, existiendo 
un estado de excepción  en el proceso de investigación por estos  delitos 
que permite a los jueces dar una  interpretación diferente para tratar 





Procesal Penal, porque no se está respetando el debido proceso legal de  
presunción de inocencia, en este caso en lugar de presumir la inocencia, 
se está presumiendo  la culpa.  
Un caso particular sucede en las investigaciones de la “Operação 
Lava Jato”, donde por ejemplo, en setiembre de 2016 fue detenido y 
apresado Antonio Palocci, ex ministro de Hacienda del presidente Lula da 
Silva y Jefe de Gabinete de Dilma Rouseff, por los indicios de que el ex 
ministro actuó directamente para que Odebrecht obtenga ventajas 
económicos en contratos con el Estado, para muchos juristas dicha 
detención resulta inadecuada, pues se está presumiendo la existencia de 
delito por el hecho de haber ocupado dichos cargos. En un Estado 
democrático y constitucional no es posible detener primero para buscar 
pruebas, primero se debe tener pruebas indicios suficientes del ilícito 
criminal para detener.  
Responsabilidad civil del Estado por prisión preventiva indebida 
Según Silva (s/f), reconocido la causa objetiva de la responsabilidad civil 
del Estado por los daños que sus agentes puedan causar a terceros, 
independientemente de la evidencia dolo o culpa del agente de Estado, 
los actos judiciales ejercidos por los jueces, así como ocurre con los actos 
legislativos, en principio, no generan derecho a indemnización cuando 
perjudica a las personas, sólo se admite cuando la ley así lo dispone. La 





Sin embargo, La Constitución Federal Brasileña excepciona esa 
regla, estableciendo como garantía fundamental, en el art. 5º, inciso 
LXXV, que: “Estado indenizará o condenado por erro judiciário, assim 
como o que ficar preso além do tempo fixado na sentença2” (Brasil, 2011). 
2.3  MARCO CONCEPTUAL 
a) Prisión preventiva 
Según Asencio Mellado (1987, p. 136), “la prisión preventiva, si bien 
teóricamente supone una vulneración del derecho a la presunción de 
inocencia, no lo es menos que deviene necesaria en la medida en que 
resulta ineludible para garantizar el proceso penal”. 
De otro lado Peña Cabrera (2007, p. 712), considera que la prisión 
preventiva como medida de coerción requiere de ciertos presupuestos 
formales y materiales  para poder ser considerada como válida, tal es así  
que los magistrados  deben de tenerlas en  cuenta al pronunciarse con 
respecto a la solicitud de esta medida cautelar, el autor al  opinar sobre 
los  presupuestos formales y materiales, está  refiriéndose a los 
presupuestos materiales contenidos en el  art. 268  del Código Procesal 
Penal.  
Lamentablemente los jueces muchas veces por la presión de la 
opinión pública y por la presión de la prensa, se ven obligados a dictar 
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esta medida cautelar de prisión preventiva argumentando muchas veces 
el peligro de fuga o peligro de obstaculización inexistente. 
b) Daño moral 
Cabanellas (2002, p. 110) menciona que el daño moral viene a ser aquella 
lesión que sufre una persona en su honor, su buena reputación, afectos o 
sentimientos por acción culpable o dolosa de otros, el autor al referirse al 
daño moral está señalando que es aquel menoscabo que se hace a una 
persona a su buen nombre, reputación u honor por consecuencia de una 
acción injusta y dolosa por parte de otros, es decir, que se está afectando 
la parte psicológica de la víctima. 
De acuerdo al Diccionario Jurídico de Garrone (2005, p.18) el daño 
moral:  
[…] es el menoscabo en los sentimientos, y por tanto, insusceptible de 
apreciación pecuniaria. Consiste en el desmedro o desconsideración que el 
agravio pueda causar en la persona agraviada, o los padecimientos físicos, la 
pena moral, las inquietudes o cualesquiera otras dificultades o molestias que 
puedan ser la consecuencia del hecho perjudicial. 
En igual sentido, el agravio moral es el sufrimiento de la persona por la molestia 
en su seguridad personal, o por la herida en sus afecciones legítimas, o el 
experimentado en el goce de sus bienes. 
En suma, es daño moral todo sufrimiento o dolor, que se padece, 
independientemente de cualquier repercusión de orden patrimonial, y que no ha 
de confundirse con el perjuicio patrimonial causado por un factor moral o 
derivado del mal hecho a la persona o a sus derechos o facultades: daño 
patrimonial indirecto. 
No se trataría de restablecer una situación patrimonial que no ha sido alterada, 
sino de procurar un restablecimiento de la situación anímica del lesionado, lo que 
sería factible brindándole la posibilidad de colmar o compensar con 





c) Presunción de inocencia  
La presunción de inocencia es considerada como un derecho 
fundamental, nuestra Constitución Política indica que toda persona es 
considerada inocente mientras no se le haya declarado judicialmente su 
culpabilidad, entendiendo que esta responsabilidad se dará en un debido 
proceso y por un juez competente.  
De acuerdo a Cárdenas (2006) la presunción de inocencia es un 
derecho subjetivo público que tiene el valor de derecho fundamental y que 
la aplicación de la prisión preventiva solo se debe aplicarse en casos 
excepcionales 
Para  Binder, (1993, p. 20) no es necesario que una persona 
construya su inocencia pues con sentencia se determinara si es inocente 
o culpable, señala además que todos tienen el derecho a ser 
considerados inocentes ya que con la sentencia se determinara con 
certeza su responsabilidad del hecho ilícito que se le imputa, sentencia 
absolutoria o condenatoria emitida por el órgano judicial competente. 
d) Costo de la prisión preventiva 
Son aquellos perjuicios de índole económica como por ejemplo la pérdida 
del trabajo de la víctima  que ya no contará con esos ingresos mensuales 
que son producto de su trabajo, el pago de  honorarios al abogado que 
asume su defensa incluido los gastos del proceso penal, que inclusive 
afecta a toda su familia, perjuicio social ocasionado por la mediatización 





procesado que produce efectos negativos a la persona como la baja 
autoestima, depresión que se hace extensivo a su familia. 
e) Error judicial 
Es aquel daño que se da en un proceso penal en la persona del procesado 
que sufre el 
 menoscabo de sus derechos como por ejemplo a la libertad con una 
prisión preventiva y que posteriormente es declarada inocente con el 
sobreseimiento de la causa o por sentencia absolutoria. 
En sentido amplio, para Cabanellas (1997) toda desviación de la 
realidad o de la ley aplicable en que un Juez o Tribunal incurre al fallar en 
una causa. 
García (1997, p. 224) el error judicial es “aquel cometido durante el 
proceso criminal como consecuencia de un procesamiento o condena 
injusta, en perjuicio de una persona cuya inocencia se comprueba con 
posterioridad, dictándose el correspondiente sobreseimiento definitivo o 
sentencia absolutoria”. 
En la Constitución Política del Perú, en el artículo 139 inciso 7 se 
hace referencia que los errores judiciales y detenciones arbitrarias que se 
den en los procesos penales, señalando que éstos deben ser 
indemnizados en la forma que determine la ley, sin perjuicio de la 






f) Presunción de inocencia 
Tiedemann (1989, p 139) considera que el principio de presunción de 
inocencia determina el comportamiento de los órganos de persecución 
penal frente a la opinión pública y a los medios de comunicación, como 
derecho fundamental faculta a los ciudadanos a exigir el trato y 
consideración de inocencia, o si se quiere de no autor, hasta que se dicte 
la sentencia. 
Para Aguilar “La presunción de inocencia es un principio 
fundamental del Derecho Procesal Penal que informa la actividad 
jurisdiccional como regla probatoria y como elemento fundamental del 
derecho a un juicio justo” (2013, p. 13). 
2.4. HIPÓTESIS 
2.4.1 Hipótesis general   
Es probable que existan casos penales en los que inicialmente se ha 
impuesto al procesado la medida de coerción de prisión preventiva y que 
finalmente concluyeron con sentencias absolutorias o sobreseimientos y 
que el encarcelamiento de la persona haya generado perjuicios en los 
ámbitos familiar, laboral, económico y social. 
2.4.2 Hipótesis específica 
a. Es posible que existan casos penales en los que inicialmente se ha 
impuesto al procesado la medida de coerción de prisión preventiva y 






b. Los casos en los que se presentó el fenómeno mencionado, habría 
implicado en la persona encarcelada perjuicios en los ámbitos familiar, 
laboral, económico y social. 
2.5. VARIABLES E INDICADORES 
Las categorías de análisis para la investigación corresponden a las 
variables identificadas y a los indicadores de las mismas.  
a. Variable Independiente 
Casos penales en los que inicialmente se ha impuesto al procesado la 
medida de coerción de prisión preventiva y concluyeron con 
declaración de inocencia. 
Indicadores 
- Tipo de delito. 
- Duración de la prisión preventiva. 
- Nivel de estudios del procesado.  
- Lugar de procedencia del procesado. 
- Lugar de residencia del procesado. 
- Edad del procesado al momento de la prisión. 
- Casos concluidos con sentencias absolutorias. 
- Casos concluidos con sobreseimientos. 
b. Variable dependiente 







- Opiniones de las personas que fueron procesadas. 



























METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN 
3.1. MÉTODO DE LA INVESTIGACIÓN 
Los métodos utilizados en la investigación fueron el Inductivo-Deductivo, 
además el método Analítico y Jurídico. 
En el método inductivo-deductivo, se empieza con observaciones 
de casos individuales, para a partir de ellos hacer generalizaciones que 
permitan hacer predicciones cuya validez permite reforzarlas. 
El método analítico que es entendido como “un camino para llegar 
a un resultado mediante la descomposición de un fenómeno en sus 
elementos constitutivos” (Lopera, Ramírez, Zuluaga y Ortiz: 2010), 
permite tratar la problemática a partir del análisis de las respuestas y 
opiniones brindada por los procesados y abogados defensores.  
El método jurídico que es: 
La suma de procedimientos lógicos para la investigación de las causas y de los 
fines del Derecho, para el conocimiento e interpretación de sus fuentes, para la 
estructura de sus textos positivos y técnicos y para la enseñanza y difusión del 





fundamentales. Por sus aspectos filosóficos, sociales, históricos y humanos, el 
método jurídico emplea toda suerte de métodos, por la complejidad de las 
relaciones y variedad de hipótesis3. 
3.2. TIPOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN 
Se trata de una investigación de tipo Descriptiva y Explicativa, se ha 
descrito la realidad circundante al tema de investigación y además las 
técnicas e instrumentos han permitido explicar las consecuencias que ha 
generado la aplicación de la prisión preventiva en personas que 
finalmente fueron declaradas inocentes. 
3.3. DISEÑO DE LA INVESTIGACIÓN  
El diseño es no experimental, estas investigaciones “[…] se realizan sin la 
manipulación deliberada de variables y en los que sólo se observan los 
fenómenos en su ambiente natural para analizarlos” (Hernández, 
Fernández y Baptista, 2014, p. 152), además porque se trata de una 
investigación en la que se observan situaciones ya existentes, que no han 
sido provocadas de manera intencional. 
También es de diseño post facto porque se analiza “hechos y 
variables que ya ocurrieron y observa variables y relaciones entre éstas 
en su contexto natural” (Hernández, Fernández y Baptista, 2014, p. 165). 
  
                                                 






3.4. POBLACIÓN Y MUESTRA 
3.4.1 Población 
La población está conformada por el total de personas que han pasado 
por procesos judiciales, en los que el representante del Ministerio Público 
solicita prisión preventiva, siendo 86 los casos examinados que muestran 
esta característica, entre los años 2012 y 2016 en el Distrito Judicial Puno, 
de los cuales algunos no se les concedió la solicitud de prisión preventiva 
y otros concluyeron con sentencia condenatoria. 
3.4.2. Muestra 
La muestra está conformada por 11 procesos en los que inicialmente se 
aplicó la prisión preventiva y concluyeron con la emisión de sentencias 
absolutorias o autos de sobreseimiento durante los años 2012 a 2016. La 
muestra representa el 12% del total de casos revisados. 
3.5. TÉCNICAS E INSTRUMENTOS 
3.5.1 Técnicas  
Las técnicas de recolección de información empleada fueron: la revisión 
documentaria y las entrevistas. 
 En la revisión documentaria, previas coordinaciones para su 
autorización, se accedió a los expedientes de procesos judiciales en el 
archivo de la Corte Superior de Justicia de los años 2012 al 2016, luego 





cautelar de prisión preventiva y que concluyeron con sentencia absolutoria 
o con autos de sobreseimientos, se procedió a consignar la información 
requerida en una ficha técnica de observación (anexo 2). 
 Las entrevistas, se aplicaron previa elaboración de un cuestionario 
que permitió entrevistar tanto a un grupo de procesados como al total de 
abogados que participaron en los 11 casos encontrados. Para ambos 
casos se elaboró una entrevista estructurada (anexo 3 y 4), una vez 
terminada cada entrevista, ésta fue transcrita e impresa para su respectivo 
análisis. 
3.5.2 Instrumentos  
Al tratarse de una investigación cualitativa, cuyas técnicas de información 
han sido la revisión de expedientes judiciales y las entrevistas, lo 
instrumentos de investigación usados ha sido el cuaderno de campo y la 
grabadora:   
El cuaderno de campo fue utilizado para registrar la información 
que se recabó de la revisión de expedientes.  
La grabadora se utilizó para grabar las entrevistas aplicadas a los 
procesados y a los abogados de los casos seleccionados para la 
investigación  
3.6.  TRAYECTORIA METODOLÓGICA 






 Una vez aprobado el proyecto de tesis, se procedió con la búsqueda 
de información sobre casos de prisión preventiva en el distrito Judicial 
de Puno, para poder acceder a la identificación de procesos, se 
solicitó la autorización en la Administración del Módulo Penal de Puno, 
que permitió tener acceso a los expedientes que se encuentran en su 
archivo, estas actividades se efectuaron  en horas de la mañana y de 
la tarde, teniendo en cuenta que el horario de atención a las personas 
es de 08.00 a 17.00 horas de cada día entre lunes a viernes.  
 Luego de identificar 11 casos, se procedió a elaborar fichas de 
observación documentaria, con la finalidad de registrar  la información 
general de cada caso, así como de los procesados, información que 
permitió la ubicación de un grupo de ellos para  la aplicación de 
entrevistas 
 No obstante haber ubicado la dirección de las personas que sufrieron 
prisión preventiva, no se logró entrevistar a todos, pues algunos 
habían cambiado de domicilio, otros ya no viven en la ciudad de Puno 
ni Juliaca y otros se negaron a ser entrevistados por diversas razones 
que se explicarán en los resultados de la investigación, lográndose 
entrevistar solo a cuatro personas: dos que viven en la ciudad de 
Puno, uno en la ciudad de Arequipa y el otro, en la ciudad de Lima. 
Las entrevistas se realizaron por vía telefónica dada la lejanía del 
lugar donde viven dos de ellos, además por lo delicado del tema y 
estar aún afectados por haber estado presos injustamente, como lo 





 También se ha entrevistado a todos los abogados que actuaron como 
defensa en los casos referidos, en total se entrevistaron a ocho 
abogaos, debido a que uno de ellos llevó dos casos y otro tres casos. 
Con cada abogado se coordinó el día y hora para la aplicación de la 
entrevista en sus respectivas oficinas en seis casos en la ciudad de 
Puno y en dos casos en la ciudad de Juliaca.  
 Con toda la información recabada, se procedió a sistematizar y a 
escribir el informe de tesis. 
3.7. TRATAMIENTO DE LA INFORMACIÓN 
La tesis que se presenta es una investigación combinada documental y 
de campo, pues los primeros tres capítulos se han escrito, principalmente, 
con la información encontrada, revisada y analizada en el proceso de 
búsqueda de información bibliográfica pertinente al tema propuesto. De 
otro lado para escribir el cuarto capítulo, se recurrió a la de revisión de los 
expedientes judiciales y de las entrevistas tanto a procesados como a los 
abogados defensores. 
 El tratamiento de la información recabada se logró con una 
adecuada sistematización de la misma, principalmente de las entrevistas 
aplicadas a los procesados como a los abogados defensores, para este 
fin, se han elaborado algunas tablas que han permitido organizar mejor la 
información, las mismas que han servido para la presentación de los 






 Por tratarse de temas delicados y por cuestiones éticas, se ha 
tenido cuidado en proteger la identidad de los procesados y de sus 
abogados, por lo que en la identificación de los casos, solo se hace 
mención al género, edad en la fecha de haberse cometido el supuesto 
delito y el delito que se les imputaba. En el caso de los abogados, solo se 













RESULTADOS E INTERPRETACIÓN 
Como ya se dio a conocer fueron 11 los casos identificados de presión preventiva 
los que fueron identificados y que sirvieron para para realizar la investigación, 
Los números de expedientes consultados fueron revisados, para posteriormente 
aplicar entrevistas a los abogados que participaron en los casos, así como a un   
grupo de inculpados que fueron ubicados y accedieron a ser entrevistados. Con 
toda esta información es que en este capítulo se procede a presentar los 
resultados de la investigación     
4.1. CASOS PENALES DONDE SE DICTÓ PRISIÓN PREVENTIVA Y 
CONCLUYÓ CON DECLARACIÓN DE INOCENCIA 
Con relación a la variable independiente, se identificaron diversos 
indicadores como son por tipos de delitos, duración de la prisión 
preventiva, nivel de estudios, procedencia y lugar de residencia del 
procesado, los casos concluidos con sentencias absolutorias y con autos 
de sobreseimiento. A continuación se presentan los resultados por cada 





4.1.1. Casos por tipos de delitos 
Con relación a este primer indicador, tenemos la siguiente tabla donde se 
dan a conocer los tipos de delitos supuestamente cometidos por los 
procesados que luego de seguir el proceso judicial fueron absueltos y 
declarados inocentes. 
Tabla 1 
Tipo de delitos 
       Tipo de delito                                                      Frecuencia % 
Violación de la libertad 
sexual                                                                
Tráfico Ilícito de drogas                                                   







TOTAL                                                                                 11 100.0
            Fuente: Expedientes judiciales de Módulo Penal del año 2012 al 2016. 
  
De la tabla que precede, se advierte que la mayoría de casos en 
los cuales se dictó inicialmente prisión preventiva entre los años 2012 al 
2016, pero que concluyó con declaración de inocencia, han sido en mayor 
porcentaje delitos de “violación de la libertad sexual” (63.6%), que 
corresponden a los expedientes con número: 1769-2013-23 Juzgado 
Colegiado, 618-2014-47 Juzgado Colegiado, 36-2015-95 Segundo 
Juzgado Investigación Preparatoria, 492-2015-67 Juzgado Colegiado, 
492-2015-67 Juzgado Colegiado, 972-2015-90 Primer Juzgado de 
Investigación Preparatoria y el 2320-2016-91 Juzgado Colegiado; también 
se presentan dos casos de delitos por “tráfico ilícito de drogas” (18.2%),  





dos encausados; finalmente, por el delito de “lavado de activos”, también 
con dos casos (18.2%), donde los dos encausados corresponden al 
mismo número de  expediente 1602-2012 Juzgado Colegiado. 
Los casos por violación sexual generan un mayor reproche en la 
sociedad, a su vez mayor difusión a través de medios de comunicación, 
lo cual sin duda trasciende sobre las decisiones de los jueces penales de 
investigación preparatoria; sin embargo, aun cuando se haya tratado de 
un hecho repudiable, se prueba en este caso que finalmente se estableció 
inocencia, es decir, indebidamente se afectó la libertad personal y con  ello 
el honor de la persona injustamente encarcelada, creándosele un estigma 
que será imborrable en el tiempo, como observará también más adelante, 
pues como lo afirma Maihofer (2008, p. 15) “una situación límite de 
indefensión extrema, en el avasallamiento sin esperanza por obra de 
otro”. En los otros casos, son delitos sancionados también por la opinión 
pública, por el daño que ocasiona el consumo de droga en los jóvenes  
consumidores, o los perjuicios  que ocasiona a la sociedad el dinero mal 
habido,  que a pesar que no son delitos tan repudiables como los casos 
de violación sexual, por el solo hecho de ser procesada la persona y 
mucho más de ser detenida e internada en un centro penitenciario, sin 
haberse comprobado el delito, ocasiona secuelas negativa en su relación 
con la sociedad. 
Vale evocar la opinión del jurista argentino Ingenieros (1913), quien 
a inicios del siglo XX ya opinaba sobre los efectos de la prisión en el 





La prisión constituye un factor criminógeno, en la medida en que constituye para 
el acusado un mundo distinto, que lo limita, lo obliga a vivir en un espacio 
restringido sin intimidad, lo cual unido al miedo al futuro de su vida y a la posible 
sanción, la incertidumbre y la preocupación por la marcha del proceso, constituye 
un factor negativo implícito en la esencia misma de la medida cautelar (p. 228). 
 
4.1.2. Duración de la prisión preventiva 
Con relación a este segundo indicador, tenemos la tabla siguiente:  
Tabla 2 
Duración de la prisión preventiva 
Tiempo de duración de la 
prisión  preventiva       
Frecuencia % 
Entre 4 y 12 meses 
Entre 13 y 24 meses 
Entre 25 y  36 meses 









TOTAL                                                                                 11 100.0 
                             Fuente: Expedientes judiciales de Módulo Penal del año 2012 al 2016. 
 
                             
De los casos revisados, se observa que es mayor el porcentaje, el 
45.4%, de quienes sufrieron presión preventiva entre “4 y 12 meses”; 
seguido de quienes estuvieron internados en un centro penitenciario entre 
13 y 24 meses (18.2%); y, quienes lo estuvieron entre  “25  y 36 meses”, 
de este grupo se presenta un caso que estuvo en la cárcel por el lapso de 
casi 3 años (34 meses); también aparece un caso que pasó por la misma 
situación por un lapso de  29 meses. Tiempo perdido, por un delito que no 
cometieron, y que, en el mejor de los casos, solo recibieron un “disculpa” 





En todos los casos, luego del proceso judicial seguido, fueron 
declarados inocentes ya sea con auto de sobreseimiento o absueltos en 
sentencia. El tiempo que duró la prisión preventiva afectó el derecho a su 
libertad consagrada en la Constitución, y que inclusive se extendió a su 
familia, ocasionando daños en el ámbito familiar, económico, social, 
psicológico y moral. El tiempo perdido y el daño causado de ninguna 
manera podrá resarcirse totalmente, es por ello que los magistrados 
deben tener en cuenta que la prisión preventiva no es una regla, sino la 
excepción al derecho de libertad y considerar el principio de presunción 
de inocencia, así lo señala el mismo Tribunal Constitucional:  
[…] existen dos intereses que deben ser protegidos: a) la garantía a un proceso 
penal eficiente que permita la sujeción al proceso penal de la persona a quien se 
imputa un delito, y b) la garantía a la protección de los derechos fundamentales 
del imputado. Estos intereses, aparentemente contrapuestos, deben lograr un 
verdadero equilibrio a fin de no menoscabar la protección de uno frente al otro, 
siendo la regla general, la libertad […]. Caso contrario, se produce una afectación 
al derecho a la libertad individual y al principio informador de presunción de 
inocencia.4 
 
4.2.  LAS VÍCTIMAS DE PRISIÓN PREVENTIVA 
De los casos analizados en la siguiente tabla se da a conocer el nivel de 
estudios de los procesados que fueron víctima de prisión preventiva.    
 
  
                                                 







Nivel de estudios                           
 
                                                               Tabla 3 
Nivel de estudios de los procesados 
     Nivel de estudios  Frecuencia % 
Superior completo                                               
Superior incompleto 





      18.2 
36.4 
TOTAL                                                                             11 100.0
                        Fuente: Expedientes judiciales de Módulo Penal del año 2012 al 2016. 
 
 
El nivel de estudios de las personas a las que se les impuso prisión 
preventiva, tienen en mayor número, el 45.4%, estudios de nivel superior 
completo, en este grupo se consideran cuatro casos de sub oficiales de la 
PNP, institución que está considerada como de educación superior no 
universitaria; luego sigue el 36.4% de quienes tienen estudios de nivel 
secundaria completa, y en menor porcentaje, el 18.2%, aparecen quienes 
tienen estudios de nivel superior incompleto. Este cuadro muestra que en 
más alto el porcentaje de los procesados que tuvieron la medida de prisión 







Lugar de procedencia de los procesados  
                                                           Tabla 4 
Lugar de procedencia de los procesados 
          Lugar de procedencia Frecuencia        % 
Distrito de Puno 
Distrito de Orurillo  
Distrito de Capachica  
Distrito de Ácora  




















TOTAL                                                                             11 100.0
                      Fuente: Expedientes judiciales de Módulo Penal del año 2012 al 2016. 
 
El mayor número de individuos que sufrieron prisión preventiva, 
seis casos, son naturales del algún distrito del departamento de Puno 
(Puno, Orurillo, Capachica, Acora y de la provincia de San Antonio de 
Putina) que representa el 54.5% del total del procesados, además se tiene 
tres casos que son naturales de otros departamentos (Arequipa y Cusco) 
que representa al 27.2% del total de la muestra, existiendo dos casos de 
los que no se ha conseguido información sobre su lugar de procedencia. 
En los casos de los procedentes de algún distrito de la región Puno, 
al menos tres de ellos migraron a la ciudad de Puno por motivos de estudio 
o trabajo, similar situación es  de quienes son procedentes de Arequipa y 
Cusco, que al haber sido acusados de cometer un supuesto delito en una 
jurisdicción distinta al del lugar de nacimiento, éste es  de competencia la 
Corte Superior de Justicia de Puno, por ser la jurisdicción donde se habría 





Artículo 21°.- Competencia territorial 
 
La competencia por razón del territorio se establece en el siguiente orden: 
1. Por el lugar donde se cometió el hecho delictuoso o se realizó el último acto      
en caso de tentativa, o cesó la continuidad o la permanencia del delito. 
2. Por el lugar donde se produjeron los efectos del delito. 
3. Por el lugar donde se descubrieron las pruebas materiales del delito. 
4. Por el lugar donde fue detenido el imputado. 
5. Por el lugar donde domicilia el imputado.  
 
Lugar de residencia del procesado   
    
Tabla 5 
Lugar de residencia 
 Lugar de residencia                                            Frecuencia % 
Puno  








TOTAL                                                                                 11 100.0
                    Fuente: Expedientes judiciales de Módulo Penal del año 2012 al 2016. 
 
Se entendiendo que el lugar de residencia es el lugar donde una 
persona vive habitualmente, así lo señala el Art 33 del Código Civil: “el 
domicilio se constituye por la residencia habitual de la persona en un 
lugar”. 
 
Considerando este detalle, se observa que de los casos 
analizados, ocho, el 72.7% consignaron como lugar de residencia la 








4.3.  CONCLUSIÓN DE SENTENCIA 
4.3.1. Casos de conclusión con sentencia absolutoria 
Una vez realizado los respectivos procesos judiciales a los inculpados de 
los casos presentados, que como ya se dio a conocer, con una duración 
diversa, en siete de los casos se dictó sentencia absolutoria, que es: 
Aquella que, por insuficiencia de pruebas o por falta de fundamentos legales que 
apoyen la de-manda o la querella, desestima la petición del actor o rechaza la 
acusación, que pro-duce a favor del reo (demandado en lo civil y acusado o 
procesado en lo criminal) la liberación de todas las restricciones que la causa 
haya podido significar en su persona, derechos y bienes5. 
 
En la siguiente tabla, se da a conocer que el mayor número de sentencias 
absolutorias se han dado en los delitos de violación a la libertad sexual, 
tres casos, que representa el 27.2% del total de la muestra, luego se tiene 
dos casos de tráfico ilícito de drogas, 18.1%, e igual porcentaje en el delito 
de lavado de activos.  
Tabla 6 
Casos concluidos con sentencias absolutorias 
     Casos concluidos con  
      sentencia absolutoria 
Frecuencia % 
Violación a la libertad 
sexual                                           
Tráfico ilícito de drogas                                                   







TOTAL                                                                             7 100.0
                         Fuente: Expedientes judiciales de Módulo Penal del año 2012 al 2016. 
 
 
                                                 






4.3.2 Casos concluidos con sobreseimiento 
Como se puede constatar de los casos investigados tenemos que cuatro, 
corresponden a delitos de violación a la libertad sexual los que 
concluyeron con auto de sobreseimiento, dejando en libertad a los 
procesados, que se ejecuta cuando se “[…] hace cesar el procedimiento 
instruido por no constar debidamente la existencia del delito o la 
culpabilidad de los procesados”6. 
 
Para Neyra Flores (2010) el sobreseimiento no es más que la 
resolución que tiene la calidad de firme y es emitida por el juez competente 
poniendo fin al proceso penal que goza de la totalidad o mayoría de los 
efectos  de la cosa juzgada, así mismo el  artículo  344 inciso 1 del Código 
Procesal Penal, hace alusión al requerimiento de sobreseimiento hecho 
por el fiscal una vez terminada la etapa de la investigación  preparatoria  
señalando a su vez los casos en los que procede  el sobreseimiento y son: 
 El hecho objeto de la causa no se realizó o no puede atribuírsele al 
imputado; 
 hecho imputado no es típico o concurre una causa de justificación, 
de inculpabilidad o de no punibilidad. 
 La acción penal se ha extinguido; y, 
 No existe razonablemente la posibilidad de incorporar nuevos datos 
a la investigación y no hay elementos de convicción suficientes 
para solicitar fundadamente el enjuiciamiento del imputado. 
 
                                                 






Se puede notar que muy a pesar que con el auto de sobreseimiento 
se estableció la inocencia de los procesados, estos fueron víctimas de la 
imposición de la medida cautelar de prisión preventiva y también de la 
prensa y los medios de comunicación que se encargaron de destruir la 
reputación y dignidad de los individuos investigados que afectaron su 
estado emocional y psicológico. Es claro que en estos casos tanto el fiscal 
encargado de la investigación,  como el  juez de investigación 
preparatoria,   no vienen realizando un trabajo eficiente,  pues al dictar 
una medida tan extrema como la  prisión preventiva, que  constituye la 
excepción al derecho de la  libertad que es la regla, se está  cometiendo 
excesos y no se está administrando justicia, vulnerando así  el principio 
de presunción de  inocencia  como lo señala  D´Albora (2002, p. 25) “Hoy 
en día, la Presunción de Inocencia es un principio acorde al cual el 
individuo sujeto a proceso goza de una situación jurídica que no requiere 
fundar, sino que le corresponde derrumbar al acusador que es el Estado”.  
 
En la siguiente tabla se da a conocer los casos concluidos con auto 
de sobreseimiento, según tipo de delito. 
 
Tabla 7 
Casos concluidos con auto de sobreseimiento 
     Casos concluidos con  




Violación a la libertad 






TOTAL                                                                             4 100.0






Lo que se puede observar en esta tabla es que de los casos de 
sobreseimiento que se investigó se encontró cuatro casos, siendo esta 
cifra el cien por ciento de los casos hallados y todos ellos tratan de delitos 
de violación a la libertad sexual.  
 
4.3. DAÑOS CAUSADOS A LAS VÍCTIMAS DE PRISIÓN PREVENTIVA 
Con relación a la variable dependiente que son propiamente los efectos 
nocivos que generó la prisión preventiva que sufrieron personas que en 
realidad eran inocentes, hemos obtenido los siguientes resultados: 
4.4.1. Daño causado al procesado mientras duró la prisión preventiva 
Para esta parte del análisis, se aplicó una entrevista estructurada a cuatro 
procesados que fueron encarcelados y luego liberados por haberse 
demostrado su inocencia, cabe dar a conocer que se tuvo contacto con 
otros procesados, pero la mayoría se negó a brindar una entrevista, 
aduciendo que se encontraban muy afectados anímica y 
psicológicamente, por lo que remover el tema, les hacía mucho daño.  
 
De las entrevistas que fueron concedidas, la edad que tenían los 
procesados cuando sufrieron la medida de prisión preventiva fue en 
promedio de 26.5 años de edad, siendo dos de ellos de 21 y 24 años de 








Edad tenía cuando le impusieron la medida de prisión preventiva 
Edad del procesado  
cuando     
le impusieron la medida  
de 
prisión preventiva                                       
Frecuencia % 
     21 años     
     24 años     
     30 años       









TOTAL                                                                             4 100.0 
          Fuente: Entrevistas realizadas a quienes fueron absueltos. 
 
El tema de edad es necesario resaltarlo, pues al menos la mitad 
estaba empezando a vivir la edad psicológica de la adultez, por tanto en 
pleno proceso de consolidación de la madurez emocional (Zácares y 
Serra, 1996), y en los otros casos, aunque ya adultos cronológica y 
psicológicamente, el simple hecho de  verse envueltos en temas judiciales 
tan delicados, y mucho más víctimas de prisión preventiva, por un delito 
no cometido, les causó una serie de problemas que los identificaremos a 
continuación.  
a. Daño moral 
En los cuatro casos que se analizan, todos dan a conocer que fueron 
víctimas tanto de daño moral como de daño a su personal. Detallaremos 
cada uno de ellos. 
Con respecto al daño moral (Chang, 2014), que es más de tipo 
psicológico debido al encarcelamiento, se tiene por ejemplo el hechos de 





el estrés, el miedo, la desesperación, la impotencia que genera el hecho 
de que la sociedad lo señale como un delincuente o monstruo en los casos 
de violación, sabiendo que se es inocente generaron cambios en su 
conducta, baja autoestima etc. De los cuatro casos, solo uno de ellos lo 
expresa con contundencia: “muchos, como el psicológico” (21 años de 
edad cuando sufrió prisión preventiva7). Sin embargo, en los demás casos 
lo expresan como parte de la explicación del daño que sufrieron o lo dan 
a entender en la forma de responder las preguntas formuladas, el tono de 
voz y expresión que mostraron durante las entrevistas; tal vez la mayor 
madurez psicológica por la edad que tenían (24, 30 y 31 años) hizo más 
llevadera la carga emocional, aunque casos como la pérdida de un hijo 
por venir, afectó fuertemente la condición emocional no solo del 
procesado, sino también de la esposa:  
Como hubo esta acusación sin bases en referencia a mi persona, mi esposa 
estaba esperando un bebe y lo perdió en el segundo mes, si no me equivoco, de 
gestación, por la preocupación, por andar para todo lado los problemas que hubo 
etc. No soporto y lo perdió.  (Varón, 31 años). 
 
En todos los casos expresan que por este problema perdieron sus 
parejas causando fuerte daño moral, e inclusive ese daño alcanzó a la 
familia: 
 
Casi en la ruptura de mi pareja en la desconfianza todas esas cosas, no tenía 
hijos pero el daño fue la ruptura que tuve con mi pareja. (Varón, 30 años).  
 
Tenía una pareja y por todo esto estuvo conmigo al inicio, estuvo conmigo, luego 
ya  nos separamos, mis padres sufrieron mucho. (Varón, 21 años). 
 
                                                 
7 En todos los casos se dará a conocer la referencia de quien brindó el testimonio con la edad 
que tenía cuando fue detenido y llevado a la cárcel para cumplir con la medida cautelar de  prisión 





Como le dije no, este […], más que todo, mi madre y mi hermano se deprimieron 
demasiado, tanto que casi pierdo a mi madre por la depresión, y mi hermano 
quiso llevar malos pasos al no estar cerca  mi mamá para poder controlarlo. 
(Varón, 24 años). 
 
Los problemas familiares originados por la carga dolorosa que 
implica el delito que se les imputó, se dio generalmente en los casos de 
procesados por delito de violación a la libertad sexual, que obviamente 
causaron la desconfianza a la pareja y la duda de una aparente traición. 
Al respecto cabe preguntarse dónde quedo el hecho que la familia o 
matrimonio es la célula fundamental de la sociedad tal como así lo señala 
nuestra Constitución en el art. 4 primer párrafo: “la comunidad y el Estado 
protegen especialmente al niño, al adolescente, a la madre y al anciano 
en situación de abandono. También protegen a la familia y promueven el 
matrimonio. Reconocen a estos últimos como institutos naturales y 
fundamentales de la sociedad”. 
 
b. Daño a la persona  
El daño a la persona es más el daño al honor,  así es expresado con mayor 
contundencia, sobre todo en aquellos casos se volvieron casos mediáticos 
y donde la prensa  jugó un rol adverso, acusándolos del delito sin prueba 
alguna: 
Socialmente, ya pues los amigos te ven con esa cara, te miran y peor que tú 
sales en periódicos, en radio todas esas cosas tienen ese mal concepto de mi 
persona, mis vecinos también estaban así. (Varón, 30 años). 
Fue la decepción total, de todo el mundo que me consideraba una buena persona 
después de que uno ha pisado el penal y más  por el delito que supuestamente 
había cometido y de la  persona que uno cree y se supone que debe confiar en 





confianza, pues al salir uno por más que uno no haya cometido el delito, ha sido 
sindicado, por eso la prensa lo ha hecho, pues, como si hubiera sido de verdad, 
de lo cual la prensa no sabe y en sí quien me hizo más daño  fue la prensa, pues 
si hubiera sido un arresto simple y no se hubiera publicado hubiera pasado 
desapercibido, pero la prensa lo hizo ver, salió en primera plana. (Varón, 24 
años). 
Melló la confianza de todos ellos para conmigo, ya no había esa confianza que 
antes que sucedía para con nosotros en el entorno social, si algún amigo antes 
tenía la posibilidad de venir  es  porque le queda la duda que si había o no había 
cometido justamente  el ilícito supuesto que se manejó esto a nivel nacional, y 
por todos los medios de comunicación y demás pues no había ninguna persona 
que no conociese el caso y  amigos que obviamente me conocían ya no tenían 
el mismo trato, cambio completamente.  (Varón, 31 años).  
 
Según los testimonios recogidos, el hecho de haber sufrido prisión 
preventiva, ha traído consigo una estigmatización social por parte de los 
amigos, vecinos, compañeros de trabajado e inclusive por algunos de sus 
familiares.  Se entiende que dicha estigmatización se refleja en los 
comentarios, miradas de desconfianza, pérdida de amistad, ocasionados 
muchas veces por  el descredito provocado por la prensa y los medios de 
comunicación que con grandes titulares amarillistas suelen denigrar la 
integridad de los procesados, afectando su estado emocional y 
psicológico, pues el estigma en un atributo que desacredita a un individuo, 
que lo reduce de una persona completa y común a una persona marcada 
y disminuida (Goffman, 1986). 
4.4.2. Costos económicos de la prisión preventiva  
Además de estos daños ocasionados la detenido, la prisión preventiva 
también trae consigo costos económicos para el detenido, para su familia 





nos detendremos en dar a conocer y explicar los costos económicos 
ocasionados a los dos primeros: 
a. Costos para el detenido 
En este punto se hace referencia a aspecto laboral, pues en todos los 
casos han experimentado la pérdida de sus trabajos, afectando 
fuertemente su economía, así lo expresan ellos mismos: 
 
El daño fue mi trabajo, pues yo trabajaba como conductor, porque al retornar, 
cuando salí ya no tenía trabajo ya no era igual, psicológicamente casi igual nos 
ha dañado estando adentro. (Varón, 30 años). 
 
El primer perjuicio fue el laboral, el más principal es que toda mi familia haya sido 
en depresión, una incomodidad un malestar con respecto a lo que el juez dispuso 
con respecto a la prisión preventiva, aparte de dejarme laboralmente y 
monetariamente en cero, en dificultades.  (Varón, 24 años). 
 
Esa misma situación es expresada por los otros dos casos que eran 
sub-oficiales de la PNP,  y fueron separado da la institución, sin que hasta 
la fecha sean reincorporados a su centro laboral, por los engorrosos 
trámites  que deben seguir para lograrlo:.    
 
Bastante nos endeudamos por el juicio para poder pagar a los abogados, con el 
proceso fui separado de mi institución y dejé de percibir mi sueldo. (Varón, 21 
años). 
 
Fue bastante grave, pues el único sustento de nosotros era yo,  pues el trabajo 
que tenía  en el Ministerio del Interior a lo cual a raíz de este problema me dieron 
de baja […] el grado económico de nosotros cayó completamente en cero y no 
teníamos ingresos de ninguna sentido y de ninguna parte. Fueron bastante 
graves los daños económicos sin contar que ya teníamos algunos préstamos y 
los cuales obviamente también ha repercutido pues irme a INFOCORP y todo 
eso, todavía no me han incorporado, pues todavía sigue, recién estoy 
conllevando eso todavía sigue causando una mella en el sentido económico, 







Los testimonios transcritos, demuestran que  los costos 
económicos ocasionados a los procesados declarados inocentes, pero 
que sufrieron prisión preventiva,  se traducen en dejar de trabajar al ser 
separados de la institución donde laboraban, por tanto dejaron de percibir 
un sueldo, afectando fuertemente la economía familiar;   en uno de los 
casos, por ser el único sostén económico y, en otros, al verse en la 
necesidad de endeudarse para cubrir los gastos del proceso, inclusive en 
un caso, tuvo que asumir las consecuencias de no cumplir la deuda 
asumida ante una entidad financiera, que finalmente determinó su  
registro en INFOCORP, perjudicando su acceso a préstamos bancarios 
en el futuro.  
 
b. Costos para la familia 
Al verse sin ingresos económicos y con gastos a realizar por los costos  
que implica seguir un proceso judicial, solo queda al apoyo que pueda 
prestar la familia, caso contrario, correr el riesgo que su caso sea derivado 
a un abogado de oficio, designado por el juez que, en muchos casos, no 
prestan el debido interés a los casos asumidos, por ser solo parte de la 
rutina laboral que debe de cumplir, caso muy diferente al abogado 
particular que depende de los casos para los que sea contratado, pues de 
salir victorioso o no de éstos, depende su reputación profesional y con ello 
sus ingresos económicos. Sobre los costos que trajo para la familia, así lo 
expresan dos de los procesados: 
Tuve que estar costeándome los gastos de un abogado, aparte de que dejé de 
estudiar perdí curso, perdí unos negocios y más que dentro de la prisión es un 





desvirtuó todo lo dicho y se vio que era una denuncia calumniosa. Había hecho 
préstamos a unos amigos y se hicieron los locos a las finales, mi familia tuvo que 
empeñar cosas, vender cosas para costear los gastos de un abogado. (Varón, 
24 años). 
 
Los gastos han sido para mis padres porque ellos han sido los que han afrontado 
con casi todo el proceso y también perdí mi trabajo. Mayormente, en todo caso 
en el momento de desesperación vienen a vender sus inmuebles, sus carros, 
con el fin de salir libre, en mi caso solo hemos afrontado con el dinero que 
teníamos, con los ahorros nomas. (Varón, 30 años).   
 
4.4.3. Opinión que tiene los procesados sobre el sistema de justicia 
penal  
Frente a la pregunta ¿cuál es la opinión que tienen las víctimas de prisión 
preventiva sobre el sistema de justicia? Las respuestas quedan 
sintetizadas en las siguientes ideas: 
                                                      Tabla 9 
Opinión sobre el sistema de justicia penal 
         Ideas Frecuencia % 
Tiene vacíos legales         
Es lenta e injusta 
Actúa según el caso y la 
presión mediática                                                











TOTAL                                                                             4 25.0
                   Fuente: Entrevistas realizadas a quienes fueron absueltos. 
  
Al observar cada una de estas ideas, se observa que claramente 
reflejan la manera como la población en general, e inclusive los 
especialistas, están percibiendo a la justicia en nuestro país. Con el apoyo 
de cada testimonio, pasaré a analizar las ideas señaladas que serán las 





Tiene vacíos legales  
Que todavía tiene bastantes vacíos legales, o sea que no me parecen dable que 
por una simple acusación, sin fundamentos, incluso en el juicio se podía notar 
que no tenían correlación con mi participación, habían vacíos e incongruencias, 
entonces habría que mejorar todo eso. (Varón, 31 años). 
 
La verdad es que no existen vacíos legales; sin embargo, en la 
percepción del procesado sí existen porque se han vulnerado su derecho 
a la libertad. En todo caso el supuesto vacío legal es porque en algunos 
casos los magistrados no muestran objetividad al analizar los medios 
probatorios aportados al proceso y no toman en cuenta los presupuestos 
materiales que determinan la prisión preventiva, o por la influencia que 
ejercen los medios de comunicación al mediatizar el proceso.  
 
Es lenta e injusta 
Que es muy lenta, pues para una audiencia se demoró demasiado, también 
considero que no es justa pues dentro del penal he visto casos donde se están 
demorando también demasiado. (Varón, 21 años). 
 
Esta es una percepción generalizada, quienes en algún momento 
han atravesado por algún proceso en las instancias estatales, sabe que 
el sistema burocrático peruano, incluido en el campo de la justicia, es muy 
lento y ocasiona que procesos que deberían demorar poco tiempo se 
alarguen, muchas veces por cumplir con los tiempos que según 
“protocolo” establecido, debe demorar una diligencia, por la inoperancia 
de los trabajadores de Ministerio Público  e inclusivo por negligencia de 






De otro lado existe una percepción general entre la población 
peruana que la justicia es “injusta” o mejor que el Poder Judicial es 
“injusto” y que solo salen airosos de los procesos judiciales que puedan 
suceder quienes cuentan con economía suficiente y quienes tengan 
conocidos en dicha institución, no en vano el dicho popular “no hay justicia 
para los pobres” o “solo a los ricos se les hace justicia” haciendo alusión, 
que solo pueden conseguir justicia quien tiene dinero e influencias.  
Actúa según la presión mediática 
Más el sistema penal cuando es por un delito de un funcionario público, pues yo 
pienso que lo trata de agravar más, depende a lo que presentó la prensa, porque 
yo cuando tuve la oportunidad de hablar con el juez, el juez me dijo que fue por 
presión mediática y que vamos al hecho de que el me deje en libertad, pues iba 
a ser un problema demasiado grande […]   un policía violador, no puede ser, o 
sea dijo: – Pues, por si acaso nomas le vamos a meter nueve meses-. (Varón, 
31 años).   
Lo que tuvo miedo es que la gente se levante, porque el mismo general me dio 
la espalda y ni siquiera fue y me preguntó sabes has hecho esto o no, no me dio 
tiempo para explicar nada, simplemente todo el mundo te da la espalda por el 
delito y más si es contra una menor de edad. Por ultimo no fueron justos conmigo, 
en sí han actuado de acuerdo a la prensa, por presión mediática. (Varón, 24 
años). 
 
Se sabe del poder que tienen los medios de comunicación en una 
sociedad para generar opinión pública e inclusive para influenciar sobre 
la vida, gustos, opiniones y percepciones de los seres humanos: “la 
sociedad mediática global empequeñece el planeta, lo convierte en 
familiar y homogeneiza la forma de pensar de sus habitantes” (Vásquez, 





Hoy en día los medios de comunicación se han convertido en un 
“cuarto poder” al ejercer fuerte influencia en la formación de la opinión 
pública; es innegable que los contenidos de los programas y la publicidad 
que difunden tanto los medio auditivos, audiovisuales como los escritos, 
rápidamente forman parte de los diálogos, comentarios, opiniones y 
percepciones de los individuos, e inclusive pueden inducir la toma de 
decisiones de las autoridades, al ejercer la llamada presión mediática. De 
allí que en el testimonio presentado, la víctima hace referencia a la 
influencia y presión de la prensa para que el juez haya determine la prisión 
preventiva.  
Para evitar esta situación considero que los magistrados  deben ser 
imparciales y valientes al sostener sus decisiones con total independencia 
y no dejar influenciar o contaminar su decisión por la presión mediática, 
pues muchas veces lo que se difunde a través de los medios de 
comunicación carece de fundamento, de esta manera se  evitaría, en 
algunos casos,  grandes injusticias como el de los casos expuestos en la 
presente investigación, pues lo que está en juego son seres humanas, 
que por una decisión equivocada de los administradores de justicia, 
pueden ser destruidos moral, social y económicamente, y esa no es la 
finalidad de la administración de justicia. 
 
Cree en la justicia, a pesar de sus errores  
Primero no lo veía tan bueno porque a mí me mandaron prisión preventiva y claro 
durante el tiempo que paso se me ha declarado inocente absuelto, ahora yo sí 






En este último testimonio, a pesar que en un primer momento, el 
procesado no creía en la justicia por haber sido recluido en una cárcel, 
estando consciente de ser inocente por el delito que se le imputaba, una 
vez absuelto, volvió a tener confianza en la justicia; situación normal de 
quien es procesado erróneamente y luego se reconoce su inocencia; sin 
embargo, vale preguntarse pensarán lo mismo quienes a pesar de las 
prueba de inocencia son finalmente sentenciados como culpables, solo 
por la presión mediática, las influencias que puedan ejercer de los 
allegados de los denunciantes, o por intereses nada claros.  
 
El problema, según mi opinión, es que de seguirse utilizando la 
medida cautelar de prisión preventiva como si fuese la regla y, la libertad 
la excepción, se estaría dando lugar al descredito de la administración de 
justicia y su deslegitimación frente a la sociedad. 
 
4.5. DEMANDA AL ESTADO POR DAÑOS Y PERJUICIOS  
De acuerdo a las respuestas dadas por los entrevistados, ninguno de los 
cuatro casos de los procesados declarados inocentes, ha interpuesto 
demanda al Estado por daños y perjuicios. Sin embargo, al menos en tres 
de los casos, existe la intención de interponer dicha demanda una vez 
solucionado algunos impases que aún tienen por asuntos labores, pues 
están conscientes que entrar a un nuevo juicio, ahora contra el Estado, 
les demandará gastos y desgaste emocional. 







Intención de demandar al Estado por daños y perjuicios 
Intención de 
demandar  
al Estado    
Frecuencia % 
       Sí   
       No 







TOTAL                                                                             4 100.0 
                            Fuente: entrevistas realizadas a quienes fueron absueltos.  
 
En la tabla que precede, se observa que en dos casos, el 50% de 
la muestra, a pesar que aún no han demandado al Estado por los daños 
sufridos al estar bajo prisión preventiva de manera injusta, sí piensan 
realizarlo en algún momento.  
No, de inició todavía, pues como apelaron estamos esperando respuesta, pero 
sí estoy pensando iniciar el proceso. (Varón, 21 años). 
 
Aún no lo he hecho, como le había comentado recién mi incorporación ni siquiera 
está vigente, está en trámite, todavía no hay ejecución de ese proceso. Sí pienso 
demandar al Estado, sí obviamente por todo lo sucedido, sobre todo lo que 
necesitaba trabajo en un momento que no había prueba suficientes, y todo lo 
que me causaron fue atroz en referencia a todo como le indique anteriormente 
ha mellado todo lo social y económico, mi esposa absolutamente todo ha sido 
un daño bastante grande por lo que me retiraron del trabajo, entonces sí pienso 
demandar al Estado terminando la reincorporación a mi trabajo. (Varón, 31 
años). 
 
Estos dos casos son de sub-oficiales de la PNP, que sí están 
dispuestos a interponer una demanda al Estado por daños y perjuicios, 
pero que aún no lo han hecho por no haber solucionado la incorporados 
a su institución, por tanto, una vez hayan solucionado su situación laboral, 





De otro lado, aparece un caso que, por la experiencia tenido al estar 
inmerso en un proceso judicial, ha decido no demandar al Estado porque 
considera que será una pérdida de tiempo y de dinero:     
No, porque también va a ser otro gasto, otra pérdida de tiempo y creo que con 
lo que he perdido ya es suficiente, es pérdida de tiempo, también gasto.  (Varón, 
30 años). 
 
El último caso que aparece en la tabla con el ítem “con dudas”, que 
también pertenece a la PNP, es de un afectado que tenía 24 años de edad 
cuando se le dio la prisión preventiva; indicamos ese ítem pues al opinar 
que “aún no lo he demando” “todavía no he denunciado”, aunque no lo 
afirme deja la sensación que sí piensa hacerlo en algún momento, 
nuevamente en este caso se repite la misma situación de los primeros 
casos: el esperar primero ser repuesto en su centro laboral.  
No, aún no lo he demandado porque todavía no me hacen mi reposición a mi 
trabajo, ya en este mes o en el siguiente me darán la respuesta, pero no todavía 
no he denunciado al Estado por daños y perjuicios.  
 
En síntesis, luego de analizar su situación económica por la que 
atraviesan los procesados, al estar en desbalance económico por no 
haber recupero aún sus trabajos, que es lo más importante ahora junto al 
rehacer sus vidas, es muy difícil que puedan afrontar económicamente un 
proceso judicial, teniendo en cuenta el largo proceso ya experimentado, 
que la defensa pública no atiende estos casos, el desgaste emocional y 
moral sufrido, además de los gastos económicos que demandan un juicio. 
Tal vez es por esto que son los dos integrantes de la PNP que sí están 
dispuestos a empezar la demanda, pero solo luego de su incorporación a 
su centro laboral, pues habrá un sueldo que los respalde y saben que con 





manera resarcir el daño moral, personal y el costo económico que trajo 
consigo el craso error judicial.  
 
4.6. OPINIÓN DE LOS ABOGADOS DEFENSORES DE LOS PROCESADOS 
En este punto se dará a conocer las opiniones de ocho de los abogados8 
que fungieron como defensores de los casos que están siendo analizados, 
las respuestas brindadas, resultan de mucha importancia, porque dan a 
conocer, los daños ocasionados a sus patrocinados por la encarcelación 
injusta que sufrieron, y motivada por los malos manejos de la 
administración de justicia por parte de los jueces que  dictaminaron una 
medida de prisión preventiva sin las debidas causales y, en los casos más 
graves, por la presión mediática. Las opiniones de los abogados, es de 
sumo interés, pues permite contrastar las respuestas dadas por cuatro 
casos9 presentados.  
 
4.6.1. Opinión sobre el daño causado al procesado mientras duró la 
prisión preventiva 
Al preguntar sobre los daños10 que habrían sufrido los detenidos en los 
once casos identificados para la elaboración de la investigación, en la 
siguiente tabla11  se dan a conocer los resultados.  
                                                 
8 En total se realizaron ocho entrevistas a abogados que defendieron los once casos señalados, pues 
un abogado defendió a tres denunciados, y otro asumió la defensa de dos denunciados.   
 
9 Cabe dar a conocer que se hizo todo lo posible por entrevistar a las once personas identificadas en 
los expedientes revisados que sufrieron la prisión preventiva, lamentablemente por ser un tema muy 
delicado, de los denominados tema tabú, a pesar de haber dado con el paradero de otros procesados, 
no se pudo concretizar la entrevista, por la negativa de estas aduciendo estar sumamente 
mortificados, por lo que preferían olvidarse del tema.     
 
10 Se está considerando todas las opiniones vertidas en las entrevistas, por lo que en los 
resultados que se ofrecen corresponde al número de veces que los entrevistados dieron a 
conocer el tipo de daño, que en varios casos hicieron referencia a más de un daño como se 
apreciará en algunas respuestas que se transcriben.   
 
11 La tabla 11 a la 15, se ha elaborado con las respuestas dadas por los abogados defensores 






Daños causados al procesado mientras duro la prisión preventiva 
     Tipo de daño Frecuencia % 
Daño económico                                               
Daño moral y psicológico 
Problemas laborales                                                 
Separación temporal de la familia 














              Fuente: Entrevistas realizadas a abogados defensores. 
 
Los resultados presentados permiten opinar que según los 
abogados defensores, la mayoría de sus defendidos sufrieron 
principalmente tanto daño económico, como daño moral y psicológico: 
Daños económicos por el tiempo que estuvo en la prisión ha dejado de percibir 
recursos económicos pues él era moto taxista y mucho más allá también se le 
ha perjudicado en la edad tenía él, pues al ingresar tenía un promedio de 23 y 
24 años que él ha podido utilizar para estudiar o trabajado o formar una familia 
que dejo de hacer por estar dentro del penal de manera injusta. (Abogado: caso 
3, delito de violación sexual). 
 
En primer lugar no solo fueron daños morales psicológicos sino también 
personales  dado que esta persona por provenir de una comunidad campesina 
e ignorar las condiciones carcelarias y sus derechos, sufrió golpes, hasta torturas  
cuando ingreso al penal, fue  maltratado por el personal del INPE, estaba solo y 
no tuvo ningún tipo de defensa y sufrió mucho daño a la persona  luego también  
daño psicológico  y fue muy difícil para él poder adaptarse todavía a la  vida 
social esto sucedió cuando tenía, si no me equivoco 22 años, estaba recién 
saliendo dentro del límite de 21 años que sucedió,  para  él  su estado de 
madures era de joven porque estaba estudiando en el tecnológico, entonces sus 
convicciones emocionales eran todavía de inmadurez,  lo primero que conoció  
la prisión,  la cárcel, la parte más dura de nuestra sociedad, le choco  
terriblemente porque incluso su comportamiento era de susto,  de estar a la 
defensiva, de saber que algo le iba a pasar; pero no solo fue a él  sino a su familia 
que pertenecía a una comunidad campesina que no sabía qué hacer, todo su 





estratos a los que pertenecía y les causó perjuicios económicos en su mismo 
patrimonio porque al no tener muchos recursos,  incluso tuvieron que vender 
parte de su patrimonio para tener asesoramiento legal,  es más tuvo la mala 
suerte de tener un abogado, previamente a mí,  de que le había pedido dinero 
para supuestamente a los jueces, entonces ocurre que ese dinero fue un engaño, 
por eso cambiaron de abogado. (Caso 6: varón, delito de violación sexual). 
 
En el primer caso claramente se hace alusión al daño económico 
porque dejó de trabajar como mototaxista, así mismo por ser muy joven, 
también hace alusión que lo que pudo haber hecho en el tiempo que 
estuvo en prisión, como estudiar o formar una familia. 
En el segundo caso, se resalta el daño psicológico sufrido por su 
defendido, daño que también se transformó en daño físico a su persona 
ocasionados por el personal del INPE, motivado presuntamente por el 
delito cometido, tal vez por la humildad del detenido que procedía de la 
zona rural y, me atrevo a opinar que inclusive pudo haber sufrido este tipo 
de daño por su corta edad y hasta por cuestiones racistas12. Pero el daño 
también fue de tipo económico por los gastos que tuvo que enfrentar la 
familia e inclusive el engaño que sufrió por parte de un mal abogado que 
pidió dinero para coimear a los jueces. Este caso es uno de los más 
interesantes pues se trata de una acusación injusta por violación que fue 
mediatizada y donde los medios de comunicación lo presentaban como 
“el monstruo”. En la respuesta que da el abogado defensor, se encuentran 
muchos de los daños y problemas que tienen que enfrentar familias 
                                                 
12 Si bien es cierto este es el único caso en que se expresa que el detenido sufrió daño físico, por 
tanto es un caso aislado, no se debe dejar de investigar los motivos por lo que el propio personal 
del INPE fue quien cometió el daño, hipotéticamente podría tratarse de un caso de racismo, pues 





íntegras por un delito no cometido y, que al tener poco nivel educativo y 
proceder de un pueblo originario, muchas sufren las consecuencias de 
una sociedad prejuiciosa, donde inclusive pueden ser engañados o 
estafados por profesionales que solo se preocupan por las ganancias 
económicas y no por ser verdaderos defensores de la justicia.   
Otro tipo de daño sufrido, es aquel que implica el alejamiento 
temporal y hasta definitivo de la familia, sobre todo en casos de tener una 
pareja y según el tipo de delito imputado  
He visto que la señora ha tenido problemas familiares y problemas laborales no 
han podido trabajar lo que afectó las familia además se han visto abandonados 
sus hijos en el Cusco en toda caso ha habido un daño familiar económico laboral, 
es lo que pude apreciar aparte de que también han visto frustrado sus estudios 
de contadora y sus aspiraciones profesionales. (Abogado: caso 7, delito de 
lavado de activos).  
 
El daño que se le causó es que se le separo de su familia y de su hija pequeña 
que lo necesitaba. (Abogado: caso 4, delito de violación sexual). 
Nuevamente se observa en el primer caso que se dan a conocer 
una serie de daños como el familiar, laboral, económico e inclusive de 
realización personal a través de estudios frustrados. En lo que 
corresponde al daño familiar, al tratarse de una madre de familia, dejó al 
desamparo a sus hijos. 
En el segundo caso, es lo mismo que ya se observó en el caso de 
los testimonio de los procesados que se presentó en el punto anterior, 
sobre todo de aquellos por violación sexual, cuyas parejas terminan por 
dejarlos, resquebrajándose la unidad familiar, por un  desatinada decisión 





La señora xxxx cumplió cerca de 36 meses de prisión preventiva, yo desde la 
conversación que tuve con ella pude percibir que sufrió bastante daño moral y 
psicológico, ya que era el único sostén económico de su familia, 
lamentablemente esta prisión la perjudico enormemente  en su relación con su 
familia con sus hijos propiamente, además que le causo un daño psicológico 
irreparable por cuanto ella no tenía responsabilidad, era propietaria del vehículo, 
a raíz de que requiere la devolución del vehículo es que  dictan su prisión 
preventiva. (Abogado: caso 8: delito de tráfico ilícito de drogas). 
 
En otros caso se presentan procesos en el que la persona 
encarcelada tuvo que vender sus bienes para poder afrontar los gastos de 
su defensa, lo cual permite establecer en este caso concreto un daño 
mayor como es incluso la afectación de su proyecto de vida al verse 
limitado hasta en la disposición de sus bienes, así como otros casos en 
los cuales los estudios que realizaban los procesados se truncaron, todos 
los que laboraban para un empleador, incluido el Estado, perdieron su 
trabajo, este es el caso de quienes eran efectivos de la PNP y que  hasta 
el momento de terminar de redactar la tesis (noviembre 2017), continúan 
afrontando procesos administrativos en procura de reingresar a su 
institución. Finalmente, un aspecto general es que aun cuando haya 
existido declaración judicial de inocencia, la persona igualmente es 
estigmatizada por la sociedad por el hecho de haber estado internado en 
un establecimiento penal. 
No cabe duda que al quitarle la libertad a una persona, sea por el 
caso de fuese, de uno u otro género, de la ciudad o del campo, genera 
graves daños en todos los ámbitos de su vida: moral, psicológico, 





tanto los procesados de la muestra, como la totalidad de los abogados 
defensores de los casos analizados. 
 
4.6.2. Opinión sobre el daño causado al procesado después que se 
declaró su inocencia  
Ya conocimos  los daños causados a los detenidos durante los cuatro 
meses, en el menor de los casos, o de los 36 meses, en el mayor de los 
casos, de estar privados de su libertad, ahora cabe preguntarnos si luego 
de concluido los procesos ya sea por procesos concluidos con sentencia 
absolutoria o por  auto de sobreseimiento, ¿es justo y lógico que los 
procesados declarados inocentes deban de perjudicarse aún más 
iniciando otro proceso que demanda  gastos económicos que no tiene 
para pedir al Estado que se haga responsable de esta reparación por el  
inmenso daño  que se les generó?  
Sobre el daño causado al procesado después de declararse su 
inocencia,  según la opinión de los abogados defensores (ver tabla 11), 
cabe aclarar que al tratarse de preguntas de opinión, en algunos casos 




                                                 
13 Cabe aclarar que el total de respuesta obtenidas exceden al número total de casos (11), sin 
embargo, para obtener los porcentajes correspondientes a cada tipo de daño identificado, se ha 
considera ese total como el ciento por ciento. Por ese motivo no parece una fila al final de la tabla 








Daño causado al procesado después que se declaró su inocencia 
 
     Tipo de daño Casos % 
- Social (estigmatización)               - 
Económico (dificultades para  
  ubicarse laboralmente)                                                                                                                          
- Postergación de los  estudios      
- Moral (se dedicó al alcohol) 
- Subsisten los daños que tuvo   
   durante el proceso   

















               Fuente: Entrevistas realizadas a abogados defensores. 
 
Daño social 
Según opinan los abogados defensores, si bien menguó en algo los daños 
iniciales generados durante el proceso judicial, en la mayoría de los casos 
continuó, sobre todo en el aspecto moral y psicológico, debido 
principalmente a la estigmatización (Escaff, Estévez, Feliú y Torrealba, 
2013) que la sociedad generó sobre ellos por haber estado “presos”. De 
los once casos analizados, al menos esto es lo que ha ocurriría en seis 
de ellos (54.5%), pues a pesar de haberse comprobado su inocencia, 
queda la duda si realmente cometieron o no el delito, o simplemente que 
al haber convivido con verdaderos delincuentes y criminales, algo de las 
malas prácticas y costumbres de éstos se les haya pegado. Esta 
estigmatización es más pronunciada en los casos delicados como de 
violación sexual, más aún si fueron casos donde la mass- media fue la 






Luego que se le declaró inocente bueno entiendo yo la estigmatización de mucha 
gente y de vecinos, naturalmente lo que me cuenta es que siente que hablan en 
voz baja, bueno ha quedado estigmatizado no obstante de las circunstancias.  
(Abogado: caso 10, delito de violación sexual). 
 
Toda persona que sale de un centro penitenciario es mal mirado por la sociedad 
y marginado por ella, ya que los primeros meses el señor no podía estudiar ni 
trabajar porque no le daban trabajo considerando que en el penal se tiende a 
aprender cosas malas a pesar que en el penal estaba cumpliendo horas de 
estudio y trabajo esto no le ayudo […]. (Abogado: caso 3: delito de violación 
sexual). 
 
En el siguiente caso, no solo fue la sociedad, inclusive en su centro 
de estudios y en la casa donde vivía en una habitación alquilada, práctica 
frecuente de los estudiantes que provienen del interior de la región, la 
estigmatización fue contundente: 
    
En primer lugar cuando se enteraron, ya que salió en las noticias y medios de 
comunicación, en su misma comunidad, como que lo rechazaron en su propia 
comunidad, nadie lo quería ayudar y en su centro de estudios no le podían o no 
querían entregar ni siquiera su constancia de estudios porque pensaban que era 
un tema delicado y no tuvo ningún apoyo de su centro de estudios que era el 
Tecnológico José Antonio Encinas de Puno. Aparte de eso en su entorno donde 
vivía y, como a veces se quedaba en un cuarto, le quitaron toda las posibilidades 
que se quede en ese cuarto, es más sus cosas se las devolvieron a su 
comunidad y si él hubiera permanecido no tenía donde dormir, a parte la misma 
sociedad lo tenía como una persona incorrecta mala malvada. (Abogado: caso 
6: delito de violación sexual). 
 
Se puede pensar que solo en esos casos delicados, la sociedad 
demora en dar nuevas oportunidades a quien salió de prisión, pero no es 
así, pues en el caso de una mujer acusada de tráfico ilícito de drogas, 





Principalmente en el entorno social digamos que ha habido un daño, como toda persona 
que ha sido recluida, no es incluida inmediatamente a la sociedad, como que hay cierto 
temor de nuevamente acercarse a ella porque está involucrada en un proceso de tráfico, 
[…] es difícil reinsertarse a la sociedad porque se cree no en el presunción de inocencia 
sino que ha cometido ese delito. (Abogado: caso 8: delito de tráfico ilícito de drogas). 
 
Daño económico al no poder ubicarse laboralmente  
Luego de quedar absueltos del delito que se les acusaba, otro daño que 
persiste en la mayoría de ellos, el 81.8%,  es el económico, al tener que 
enfrentar muchas dificultades para lograr ubicarse laboralmente, ya sea al 
intentar conseguir un nuevo trabajo o de reincorporase al trabajo perdido, 
en sí, no solo son los vecinos, amistades o conocidos quienes muestran 
dudas de la inocencia de los procesados, más aún si pasaron por prisión, 
ese es un estigma que perdurará en el tiempo, tal vez para siempre, es 
por ello que en los centros laborales, los empleadores muestran dudas en 
contratar a alguien que estuvo preso, por más inocencia que se haya 
demostrado posteriormente, tal como lo sostienen dos de los abogados 
entrevistados. 
En efecto, recién nos han notificado la sentencia confirmando la sentencia 
absolutoria y, como habían perdido el trabajo, estaban buscando trabajo y, 
desconozco si habrán conseguido otro trabajo. Es el perjuicio que se les ha 
ocasionado pues no podían encontrar trabajo fácilmente. (Abogado: caso 7: 
delito de lavado de activos). 
 
Luego de ser absuelto de todas formas el señor tenia, digamos, la inestabilidad 
emocional de que en la sala se le podía revocar la sentencia, felizmente se 
desestimó la apelación y pudo estar tranquilo. Sin embargo, ya el cómo chofer 
de combi no podía encontrar trabajo fácilmente porque en ese medio se había 
corrido la voz que él estaba en un proceso penal por violación y estaba en el 






Esta situación no solo se da en la empresa privada, también 
cuando el Estado es el empleador, se presentan trabas para contratarlos, 
y en el peor de los casos para reincorporarlos en su puesto de trabajo por 
haber sido personal nombrado, como es el caso los procesados que 
laboraban en la PNP, que tras ser absueltos de toda culpa, que deben 
seguir un largo proceso que les seguirá demandando gastos económicos 
y daños morales y psicológicos, para lograr su reincorporación. 
 
Se le ha ocasionado daño en el ámbito laboral ya que viene afrontando un 
proceso contencioso administrativo orientado a reincorporarse a la PNP, puesto 
que a raíz de este proceso se le ha abierto un proceso disciplinario y el tribunal 
policial en Lima ha optado por separarlo o pasarlo a retiro, entonces ahí hay 
evidentemente un daño orientado en su carrera policial, en su vida laboral se ha 
visto truncada y bueno esperemos que el proceso contencioso nos resulte 




Otros daños identificados por los abogados defensores es la postergación 
de los estudios (18.2%), y un caso (9.1%) extremo, en el que el que el 
daño moral, psicológico y social sufrido en el periodo de reclusión, llevó al 
procesado a decepcionarse del poder judicial y de la justicia y, una vez 
libre, se entregó al alcohol, destruyendo así su vida, que tal vez pudo 
haber sido distinta, pero fue más fuerte el amargo momento que lo marcó 
para siempre. Además,  se observa que en la tabla aparece un 27.2% que 
opinan que subsisten los mismo daños ocasionados durante el proceso 
judicial, ese mismo porcentaje corresponde a tres declaraciones de 
abogados que indicaron no saber o no ser de su competencia dar una 





La prisión preventiva por ser una medida de coerción personal 
puede ser considerada como un indicativo de la responsabilidad del 
presunto autor y como tal la sociedad lo considera y por el hecho de haber 
estado recluido en un centro de reclusión la sociedad tiende a estigmatizar 
a esas personas tratando en lo posible de no socializar con ellas 
aislándolas muy a pesar que hayan sido declaradas inocentes. No 
obstante, los efectos estigmatizadores de la sociedad que recaen sobre 
sujetos privados de libertad, declarados luego inocentes, prácticamente 
son los mismos que en el caso de los autores efectivos del delito, pues “la 
sociedad ha sido condicionada para tener prejuicios contra todos aquellos 
que comienzan un proceso penal o son recluidos en algún centro 
penitenciario” (Haydith, 2009). 
 
4.6.3. Demandas al Estado por errores judiciales 
Del total de casos, en ninguno de ellos, se ha procedido a interponer una 
demanda contra el Estado por los daños y perjuicios sufridos por los 
errores judiciales cometidos por los responsables en administrar justicia, 
al haber determinado la detención previa sin las debidas pruebas o 
justificaciones contempladas por la ley. 
Tabla 13 
Demandas al Estado por daños y perjuicios 
 







TOTAL 11 100.0 






Según la declaración de los abogados, la mayor parte de los 
procesados  absueltos, no interponen dicha demanda motivado por los 
gastos económicos que les demandó seguir el proceso por el que se les 
acusaba, los gastos que les demandaría un nuevo proceso, y al parecer, 
principalmente, por la necesidad de superar el problema experimentado y 
olvidarse completamente del mismo.   
 
No se ha demandado porque pese a que, usted entiende, que ha habido un daño 
un detrimento a la persona, se ha irrogado un montón de gastos para la 
exculpación el sobreseimiento y porque el papá del joven, como él mismo no 
quieren saber absolutamente nada de procesos judiciales y querían olvidarse de 
este mal momento y no me dejaron presentar ninguna requerimiento, ningún 
pedido al poder judicial ni hacer una demanda por los daños y perjuicios.  
(Abogado: caso 6, delito de violación sexual). 
 
Solo en un caso el abogado sostiene que están evaluando la 
posibilidad de interponer demanda al Estado, por lo delicado del caso, 
pero no lo confirma, pues esta decisión es determinada por el procesado14 
y por la posibilidad que la procuraduría interponga recurso de casación: 
 
Estamos evaluando porque recién nos han notificado la confirmatoria de la 
absolución porque el Ministerio Publico y la procuraduría interpusieron recurso 
de apelación y todavía estoy a la espera que pase el tiempo para ver si van a 
interponer recurso de casación o no, entonces todavía no tenemos nada 
proyectado, no sé si interpondrán casación pero seguro que si van a interponer 
porque es un caso bastante delicado. (Abogado: caso 7, delito de lavado de 
activos). 
 
                                                 
14  En el punto 4.4.3 se dan a conocer dos casos en el que los procesados, que son ex miembros de la PNP, 
sí tenían pensado demandar al Estado, pero estaba esperando lograr su reincorporación a dicha institución 





Quienes han sido defendidos por un abogado de la defensa pública 
que se entiende son personas de bajos recursos económicos, la situación 
es similar, pues a pesar que fue el Estado quien les brindó el apoyo legal, 
siempre hay otros gastos que demandan un proceso penal.  
Resulta interesante la opinión de un abogado de parte que ejerció 
la defensa, pues en su reflexión da a conocer el daño económico que 
sufren los procesados; a su vez la alegría, una vez demostrado su 
inocencia y los desafíos que tiene que enfrentar para rehacer su vida, que 
muchas veces los llevan a tomar la decisión de emprenderla en otra 
ciudad, lejos de la estigmatización social que desde ya le fue impuesta por 
la sociedad de donde procedían y/o donde residían cuando 
supuestamente fue cometido el delito. Las reflexiones de este abogado 
concluyen que no conoce casos en los que los procesados absueltos 
hayan emprendido demandas contra el Estado.  
Bueno en realidad eso es la determinación de las personas. Que pasa, este tipo 
de demandas la defensa pública ya no atiende, entienda usted que las personas 
salen de prisión, salen económicamente quebrados, bueno yo entiendo debe ser 
un factor económico,  no lo ha iniciado; en segundo  lugar entiendo yo que es 
tanta la alegría de estar en libertad  que emprenden sus actividades en cualquier 
parte del país este señor ya no trabajaba en Puno, se fue a trabajar de seguridad  
en otra institución de otro lugar, entiendo yo que querrá barrar la página, no 
querrá recordar. En ninguno de los casos a lo largo de mis años que he trabajado, 
la víctimas tornan a demandar absolutamente, en una oportunidad me dijeron 
quiero demandar, yo les dije búsquense un abogado privado porque la defensa 
publica no lo atiende y no se más de la historia, pero de lo que si estoy seguro 








4.6.4 Opiniones sobre acciones a seguir para evitar el exceso en la   
determinación de prisión preventiva 
Es importante conocer la opinión de los abogados, que son los especialistas y 
conocedores de la manera como se debe administrar justicia, sobre qué acciones 
se deben seguir para que no se continúe cometiendo excesos en los procesos 
penales, que llevan a determinar presión preventiva de manera exagerada en el 




Opiniones sobre acciones a seguir para evitar el exceso en la 
determinación de prisión preventiva 
 
Opiniones Casos % 
- Más exigencia en selección del personal de 
   justicia 
- No dejarse influenciar por la mediatización  
- Ministerio público  debe cumplir con realizar 
la  investigación  













      Total  8 100.0% 
             Fuente: Entrevistas realizadas a abogados defensores. 
 
Más exigencia en selección del personal de justicia 
Para algo más de un tercera parte de los abogados entrevistados, el 37.5%, lo 
más importante para evitar dichos excesos es que se debe realizarse una 
adecuada selección de vocales, fiscales y jueces, asegurando que conozcan a 
cabalidad los códigos y leyes vigente, además de tener la capacidad para actuar 





entidad indicada para asegurar la adecuada selección de los administradores de 
justicia en el Perú.  
Creo que el principal responsable de todo esto es el Consejo Nacional de la 
Magistratura, porque dentro de los estándares que tiene este ente constitucional 
autónoma para designar a magistrados, me refiero no solo a jueces sino además 
a fiscales y además fiscales superiores y vocales superiores, tiene que tener 
especial cuidado en que justamente los postulantes a ocupar esos cargos tan 
delicados tengan que tener no solamente los conocimientos en temas de 
derecho penal, derecho procesal penal o derecho en general, sino que tiene que 
tener de sobremanera por encima de esos conocimientos la capacidad de poder 
analizar los casos de forma objetiva. (Abogado: caso 1, delito de violación 
sexual). 
Mire usted, yo entiendo que es el filtro más importantes en el Consejo Nacional 
de la Magistratura, es que tiene que entrar gente que tenga las capacidades para 
realmente ser imparcial y que tenga la fortaleza para enfrentar la presión 
mediática. En nuestro país es más cómodo y fácil el condenar o mandar a prisión, 
hay todo un contexto social en donde creen que el encarcelamiento es la 
solución, esto para el juez es más cómodo encarcelar a cualquier ser humano. 
Entiendo que este señor no está pensando en la justicia, está pensando en su 
situación laboral personal y el factor determinante es la prensa la prensa tiene 
una capacidad enorme para mover cualquier asunto […]. (Abogado: caso 10, 
delito de violación sexual). 
 
No dejarse influenciar por la mass-media y ser objetivos  
 
Ya se observó en páginas precedentes el poder del que gozan hoy en día los 
medios de comunicación y prensa para generar interés en la opinión pública, e 
inclusive influenciar mediante presión mediática las decisiones de Jueces (Poder 
Judicial)  y el de fiscales (Ministerio Público), sobre todo en casos delicados 
como los de violación sexual a menores de edad, o cuando el delito es cometido 
supuestamente por una autoridad, como es el caso de integrantes de la PNP. 
Son muchos los casos que lo que determina la prisión preventiva es justamente 
la presión mediática, tal vez por el temor de los administradores de justicia de 





los intereses personales se anteponen a los de los procesados, no teniendo en 
cuenta que son seres humanos y un hecho tan grave como ser detenido y 
encarcelado, acarrean una serie de daños y costos, como los ya presentados.   
En lo particular pienso que los jueces que dictan la prisión preventiva no deben 
de ser draconianos, ni tampoco hacerse manipular por el aspecto de la 
mediación de la prensa solamente deben ser objetivos como dice la normatividad 
y tener en cuenta que la prisión preventiva es la excepción y la liberta es la regla 
es decir que deben ser procesados en libertad. (Abogado: caso 5, delito de 
violación sexual). 
 
Ministerio Público debe cumplir con realizar la investigación  
Aunque solo uno de los abogados hace referencia a la responsabilidad que tiene 
el Ministerio Público para realizar la investigación de un proceso, es importante 
hacer referencia a éste, pues en muchos casos, como se afirma en la respuesta 
transcrita, solo se toma en cuenta la investigación realizada por la PNP, y en 
casos extremos la investigación realizada por algún periodista, o los supuestos 
que la prensa suele lanzar sobre un tema mediático. Aquí nuevamente se hace 
referencia a la objetividad que deben mostrar los jueces y fiscales, y la probidad 
que deben tener para sancionar acorde a las leyes vigentes y a la objetividad 
que los casos ameritan.   
Considero que el Misterio Publico debe cumplir su rol y hacer una verdadera 
investigación, y no dejarse llevar por lo que la policía diga, quien ha  dirigido la 
investigación es un comandante de la PNP que estaba de cargo proceso de 
tráfico ilícito de drogas y es el quien ha decidido todo por encima del fiscal. Eso 
se ha evidenciado  en la prueba del juicio oral, él ha sido incluso quien ha 
determinado qué persona inclusive va a pasar a juicio y qué personas van a ser 
procesadas independientemente del fiscal, al extremo que en este proceso 
habían tantos errores  que habían personas que habían sido comprendidas en 
la investigación preliminar y luego para la investigación preparatoria simplemente 
desaparecieron no existía ninguna disposición fiscal para que se pueda decir por 
lo menos que el fiscal lo archivó respecto a esas personas,  evidenciándose que 





trabajo honesto, entonces el error desde mi punto de vista se atribuye al 
Ministerio Público, no solo en este proceso sino en otros porque el rol de la 
Fiscalía es investigar y determinar responsabilidades. (Abogado: caso 2, delito 
de tráfico ilícito de drogas). 
 
Reformar el sistema de coerción personal  
Esta última opinión cuestiona al sistema de coerción personal por los excesos 
que se vienen cometiendo al determinar en exceso una medida de la prisión 
preventiva, generando además, de los daños y costos a los procesados, fuertes 
costos al propio Estado, existiendo otras medidas más justas, pero que 
demandan más cuidado en la investigación.  
Lamentablemente el país creo que tiene que reformar su sistema de coerción 
personal.  
En nuestro sistema desde el 2009 hasta la fecha todos los casos en la gran 
mayoría son prisión preventiva, creo  que existen otras medidas menos 
gravosas, los jueces tienen que aprender a aplicar el principio de 
proporcionalidad y  razonabilidad a personas que puedan delinquir gravemente, 
bueno se  tiene claro que pueden purgar prisión o prisión preventiva pero, sin 
embargo, de personas que son por ejemplo como la señora  […], que están 
realizando actividad económica son comerciantes tienen vivienda, familia, creo 
entonces  ese arraigo, les puede permitir tener una medida de coerción menos 
gravosa que es la  medida de comparecencia con reglas de conducta y una 
caución que no le genera al Estado costo alguno, sino lo contrario le beneficia 
de manera económica (Abogado, caso 8, delito de tráfico ilícito de drogas)  
 
Según las apreciaciones de los abogados se puede determinar que para 
superar la problemática de encarcelar a personas que finalmente son declaradas 
inocentes es necesario que los Magistrados sean más objetivos al analizar los 
casos, reconocer la libertad como la regla y la prisión como la excepción teniendo 
en cuenta el principio de inocencia y el indubio pro reo, así mismo no dejarse 
influenciar por la mediatización de la prensa o por la presión social, aplicar el 





preventiva; además los  magistrados deben ser más atrevidos al declarar 
infundadas las prisiones preventivas y superar el miedo que se tiene sobre los 
órganos de control interno del Poder Judicial y del Ministerio Publico, por último 
uno de los abogados opina que se debe aplicar medidas menos gravosas como 
comparecencia con reglas de conducta y una caución, estas propuestas deben 
ser tomadas en cuenta a fin de que no tengamos casos como los que son objeto 
de la presente investigación, donde existen indudablemente errores judiciales. 
                                                                  
4.6.5. Opinión de los abogados defensores sobre el sistema de justicia 
penal  
En la siguiente tabla se presenta la opinión de los abogados defensores con 
relación al  sistema de justicia penal.  
Tabla 15 
Opiniones sobre acciones a seguir para evita el excesos en la 
determinación de prisión preventiva 
    Opiniones  sobre acciones a seguir  
 
Casos % 
- La presión mediática es la que determina la 
falta  
  de objetividad   







      Total  8 100.0% 
              Fuente: Entrevistas realizadas a abogados defensores. 
 
La totalidad de abogados tienen una apreciación negativa del 
sistema de justicia penal, ya sea por dejarse influenciar por la presión 
mediática de los medios de comunicación para la determinación de las 
sentencias, o simplemente se muestran decepcionados por la corrupción 





Los jueces dejan la imparcialidad al dejarse presionar por la prensa 
Para la mitad de los abogados “la presión mediática es la que determina 
la falta de objetividad”, esta idea está generalizada tanto por los 
abogados, como por los procesados, será por ello que cuando un proceso 
está demorado en el Poder Judicial, en muchos casos los abogados y sus 
clientes procuran llevarlo a la prensa para que ésta ejerza presión y el 
caso sea atendido, aunque no siempre favorezca a la víctima. Así para un 
abogado, ésta es la que ejerce fuerte influencia sobre los jueces, dejando 
de ser objetivos e imparciales, señalando inclusive que las sentencias son 
más sobre indicios que sobre pruebas objetivas, una crítica muy fuerte 
para los operadores de justicia.    
La idea que yo tengo, por lo menos entre los juzgadores, jueces de juzgamiento, 
es que están  en algunos casos que no son mediáticos, actúan con imparcialidad, 
pero en casos mediáticos siempre tienden hacer caso a la prensa, y sobre todo 
a la prensa que tiene mayor poder, eso causa un tanto de perjuicio. Lo ideal sería 
que los jueces sean totalmente imparciales y que no estén contaminados con el 
tema de la noticia y que sean prácticamente y que sus sentencias estén basadas 
en pruebas objetivas y no en indicios, porque la mayoría de los casos están 
basadas en indicios […]. (Abogado: caso 3: delito de violación sexual). 
En un segundo testimonio se sostiene que el código penal se ha 
convertido en un código mediático, haciendo alusión al poder que tiene 
los medios de comunicación para influir la decisión de los fiscales y jueces    
[…] nuestro código penal se ha convertido en un código  mediático  donde prima 
lo que pide la gente a través de los medios de comunicación, o los casos 
emblemáticos y mediáticos que deben ser sancionados inmediatamente,  no 
debería ser así nuestro ordenamiento para perfeccionarse y perfilarse en  un 
sistema debe rescatar  propósitos de política de Estado que debe ser 





estos deseos y propósitos de  Estado, podamos estructurar un ordenamiento 
penal coherente […]. (Abogado: caso 6, delito de violación sexual).  
Muestran decepción por ser nefasta y débil 
La otra mitad de los abogados tienen una opinión negativa, a tal punto de 
considerarla como nefasta, débil y otros adjetivos negativos que se dan a 
conocer en las dos respuestas que se transcriben.   
Nefasto, la idea es en concreto nefasto como en todo tipo de instituciones del 
Estado, en este caso la administración de justicia que va de la mano con la 
justicia penal con el Poder Judicial y la Fiscalía, el mismo desamparo del Estado 
peruano como gobierno para con los ciudadanos en torno a la educación se ve 
justamente reflejada en el Poder Judicial y en la Fiscalía, porque por ejemplo en 
muchas de las investigaciones que lleva a cabo la fiscalía en donde participa la 
policía básicamente la defensa, que suelen diseñar algunos abogados, está 
orientada a crear testigos, a falsificar documentos, en otras palabras hacer 
trampa, hacer trampa en la defensa   […], entonces esa situación determina que 
a la vez desde el punto de vista del litigante o del abogado litigante, la 
administración de justicia, por lo menos a título personal lo digo, resulte en 
muchos casos, por no decir en casi todos, realmente desilusionante, por lo 
menos para mí. (Abogado: caso 1: delito de violación sexual). 
La idea que tengo es bastante débil y precaria, por qué débil, pues es porque en 
principio no existe independencia, hay mucha presión exterior hacia los 
magistrados, segundo es que este nuestro sistema penal es para el pobre porque 
al pobre sí aplican todo el peso de la ley, la norma para las personas que incurren 
en delito económico es bastante frágil y débil de todas maneras debo considerar 
que casi convencido que el sistema penal es clasista es para el pobre y no para 
mucha gente que maneja mucho dinero. (Abogado: caso 10, delito de violación 
sexual). 
En ambos casos la idea negativa hacia el Poder Judicial y el 
Ministerio Publico es compartida también por la opinión pública, tanto así 





de la población peruana, el Poder Judicial es la institución más corrupta, 







                                                 






Primera.- En la Corte Superior de Justicia de la ciudad de Puno, entre los 
años 2012 al 2016, se han identificado 11 casos en los que se dictó 
prisión preventiva contra determinados ciudadanos pero que 
concluyeron con declaración  de irresponsabilidad penal, siendo 04 
los casos de violación de la libertad sexual, que concluyeron con 
autos de sobreseimiento, en tanto que los otros 07 restantes casos 
concluyeron con sentencias absolutorias que en su mayoría 
también han correspondido al mismo delito de violación sexual, en 
tanto que en una proporción menor fueron por tráfico ilícito de 
drogas y lavado de activos.   
Segunda.- En una proporción superior al 25% de los casos, la prisión 
preventiva dictada duró entre 25 a 36 meses, en tanto que la 
duración de la prisión entre 04 a 12 meses fue superior al 45% de 
los casos y las personas que sufrieron la medida tenían una edad 
promedio entre 24 a 31 años, eran de procedencia y residencia 
generalmente en la región de Puno y con estudios superiores 
completos. 
Tercera.- Los daños causados a las personas injustamente encarceladas 
fueron varios, según sus propios pareceres fue mayor el daño 
económico (72.7%), el daño moral y psicológico (63.6%) y los 
problemas de índole laboral (54.5%). Así mismo el daño se reflejó 




temporal de la familia y el 18.2%, la separación definitiva de ella. 
De otro lado, de acuerdo al parecer de los abogados defensores, 
después que se declaró inocente a los encausados, dejándolos en 
libertad, el daño continúo, sobre todo en el aspecto económico  y 
social, el primer caso  al tener dificultades  para ubicarse 
laboralmente  (81.8%) y el segundo al ser estigmatizados por la 
sociedad (54.5%). 
Cuarta.- Los efectos perniciosos en las personas que fueron injustamente 
encarceladas, han sido muy graves, generándose una percepción 
negativa hacia la administración de justicia en el 75% de los casos, 
por considerar que tiene vacíos legales,  es lenta e injusta y porque 
los jueces no están debidamente seleccionados y que actúan por 
presión mediática; a pesar de ello, en ningún caso se ha demandado a 






Primera.- Debe existir en el Poder Judicial y el Ministerio Público una política 
de sensibilización en los magistrados de ambas instituciones 
respecto de las exigencias y efectos que causan en las personas 
contra quienes se impone la medida de coerción de prisión 
preventiva. 
Segunda.- Incorporar al Código Procesal Penal una modificación orientada a 
la revisión de oficio la imposición de la medida de coerción de 
prisión preventiva luego de transcurrido determinado lapso, para la 
determinación de la subsistencia o no de las razones que 
determinaron su imposición. 
Tercera.- Al Estado, crear un sistema de indemnizaciones automático para 
las personas inocentes que han sufrido un encarcelamiento 
efectivo y el inicio de acciones civiles contra los magistrados que 
indebidamente las promovieron e impusieron. 
Cuarta.- Realizar coordinaciones con el Colegio de Periodistas sobre la 
forma de la publicación de los casos judiciales a efecto de lograr 
mayor objetividad en la forma de cómo se difunden estas noticias y 
sobre todo no exista en la opinión periodística una prejuzgamiento 
que luego se traslade a la sociedad. 
Quinta.- Incorporar al Código Procesal Penal un artículo que prevea luego 




al tipo de proceso, sea común o complejo, el control de oficio sobre 
la duración de la prisión preventiva para determinar si se mantienen 
o no las razones de su imposición y además la creación de un 
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FICHA DE OBSERVACIÓN DOCUMENTAL 
1.  Expediente N° _______________. 
2.  Tipo de delito: _________________________. Art. ___________. 
3.  El caso concluyó con: 
a. Sentencia absolutoria  ( ) 
b. Resolución de sobreseimiento ( ) 
 
3.   Duración de la prisión preventiva:  
a. ___ años. 
b. ____ meses. 
c. ____ días. 
 
4.  Nivel de estudios del procesado: 
a. Primaria completa  ( ) 
b. Primaria incompleta ( ) Precisar nivel ___________. 
c. Secundaria completa ( ) 
d. Secundaria incompleta ( ) Precisar nivel ___________. 
e. Superior completa  ( ) 
f. Superior incompleta ( ) Precisar nivel ___________. 
* De ser el caso, precisar la profesión u ocupación: _______________________. 
 
5. Lugar de procedencia del procesado: ________________________________. 
 
6. Lugar de residencia del procesado: __________________________________.  
 






 FICHA DE ENTREVISTA PARA PERSONAS DECLARADAS INOCENTES 
1. Indique la edad que tenía cuando le impusieron la medida de prisión preventiva:      
    ________ años. 
2. Diga Ud. ¿qué tipo de perjuicios ha sufrido como consecuencia de la prisión  
















6. Diga si demandó al Estado por daños y perjuicios:     Sí (     )  No (     ) 
Explique ¿por qué?: 
 _______________________________________________________________ 
__________________________________________________________________ 








FICHA DE ENTREVISTA PARA ABOGADOS DEFENSORES 










3. Específicamente, ¿qué daños cree ha sufrido en su entorno social (Vrg.  




4. ¿Demandó al Estado por los errores judiciales?  Sí   (     )       No (     ) 




5. ¿Qué cree se puede hacer para superar la problemática de encarcelar a personas 
    que finalmente son declaradas inocentes? 
__________________________________________________________________ 
__________________________________________________________________ 


































LEY QUE INCORPORA LOS ARTÍCULOS 268-A, 268-B Y 268-C  A 
LA NORMATIVA PROCESAL PENAL EN MATERIA DE PRISIÓN 
PREVENTIVA. 
 
PROPUESTA DE LEY DE ABOGADA  





























  PROYECTO DE LEY 
 
LEY QUE INCORPORA LOS ARTÍCULOS 268-A, 
268-B Y 268-C  A LA NORMATIVA PROCESAL 
PENAL EN MATERIA DE PRISIÓN PREVENTIVA. 
  
La abogada Gaby Luz Nadal Zanabria, Identificada con DNI. Nro. 29448668, natural de 
Arequipa de nacionalidad peruana, en ejercicio del derecho de iniciativa Legislativa que 





LEY QUE INCORPORA LOS ARTÍCULOS 268-A, 268-B Y 268-C A LA NORMATIVA 
PROCESAL PENAL EN MATERIA DE PRISIÓN PREVENTIVA. 
 
Incorpórese al Código Procesal Penal, los siguientes artículos 268-A. 268-B y 268-C: 
Artículo 268-A: Cuando se dicte la medida de prisión preventiva y cuando no existieran 
pedidos de cese de prisión preventiva, la medida indicada deberá ser revisada de oficio 
en el lapso de tres meses o seis meses cuando se trate de proceso común o complejo, 
según corresponda. La audiencia tendrá por finalidad analizarse si subsisten o no las 
razones que generaron la imposición de la medida para su posible variación, la citada 
audiencia deberá realizarse con presencia obligatoria del fiscal y del abogado defensor. 
 
Artículo 268-B: Cuando se dicte la medida de prisión preventiva, pero el proceso 
concluye con declaración de sobreseimiento o sentencia absolutoria, la persona que 
sufrió la medida en forma efectiva, deberá ser indemnizada en la suma equivalente a 
tres unidades de referencia procesal por cada día de prisión, que deberá ser pagada en 
forma proporcional con recursos de la Fiscalía y del Poder Judicial en el plazo no mayor 
de 10 días, bajo responsabilidad funcional. Si el afectado considera que el monto de la 
indemnización debe ser mayor, deberá acreditar el exceso en la vía civil. 
 
Artículo 268-C: En caso de advertirse negligencia en la imposición de la medida de 
prisión preventiva, el o los fiscales y jueces que la determinaron, podrán ser accionados 
por el procurador público que corresponda. Lo mismo procederá contra el abogado 




también actuó con negligencia y/o falta de conocimiento y que ello contribuyó en la 
indebida imposición de la medida  
 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
Conforme lo prescribe el artículo 253.3º del Código Procesal Penal (en adelante “el 
código”, “del código” o “al código”), toda medida que implique la afectación de un 
derecho constitucional, sólo debe imponerse siempre y cuando resulte necesaria e 
indispensable para lograr los fines del proceso (investigación y debida ejecución 
oportuna de la sentencia o resolución final de condena).  
La medida de coerción personal denominada “prisión preventiva”, contenida en 
el artículo 268º del código, tiene como finalidad privar del derecho a la libertad a una 
persona que es comprendida como investigada en el curso de una causa penal, su 
finalidad concreta es asegurar los fines de la investigación y así evitar el peligro de 
obstaculización o entorpecimiento del esclarecimiento de los hechos y/o que existiendo 
la inminencia de la emisión de la sentencia condenatoria con pena efectiva, ésta sea 
debidamente ejecutada, de modo tal que se evite el peligro de fuga o evasión a la acción 
de la justicia por parte del futuro penado. 
Sin duda que los fines que se persigue con la prisión preventiva son razonables; 
sin embargo, es motivo de discusión, aun en la doctrina, que con ella se afecta el 
Principio de Presunción de Inocencia, que está previsto en el literal e) del inciso 24) del 
artículo 2º de la Constitución Política del Estado, pues, si bien por un lado la doctrina 
afirma que en la prisión preventiva no se discute la vigencia de la presunción de 
inocencia, por tanto aquella no se afecta más cuando se trata únicamente de una 
medida cautelar, que además tiene la característica de ser variable en el tiempo (puede 
cesar, variar, prolongarse, etc.), empero, lo cierto es que en la realidad se priva de la 
libertad a una persona que se presume inocente y sin que existe resolución judicial de 
declaración de responsabilidad penal firme, se le da ya el tratamiento de un penado y 
que además la sociedad percibe a la prisión preventiva  como una sanción y que, al 
margen del resultado final del proceso, la persona afectada con esa medida extrema es 
vista como una persona que fue encarcelada por haber cometido un delito, siendo 
estigmatizada por haber estado en la cárcel, todo lo cual claramente colisiona con la 
presunción de inocencia.  
No obstante la discrepancia existente, lo cierto es que la prisión preventiva está 




comparada, y teóricamente no existe duda que su imposición debería exigir un análisis 
concienzudo de modo tal que el juez tenga en cuenta en torno a sus presupuestos y en 
primer término la concurrencia de fundados y graves elementos de convicción que por 
un lado generen en él una alta o muy alta probabilidad de que en efecto se habría 
cometido el delito que postula la fiscalía, así como una alta o muy alta probabilidad de 
que el encausado esté vinculado como responsable penal en ese delito. 
Un segundo presupuesto es el de la prognosis de pena, esto quiere decir que 
aún cuando el proceso esté iniciándose o aún la investigación esté en curso, sea posible 
proyectar que frente a esa alta verosimilitud del delito y de la responsabilidad penal, 
exista también una seria posibilidad que la pena a imponerse en el caso sea superior a 
los cuatro años de privación de la libertad, lo cual resulta razonable a la luz de lo 
prescrito por el artículo 57º del Código Penal, cuyo análisis permite concluir que en 
nuestro país toda pena que sea superior a los cuatro años de privación de la libertad, 
irremediablemente tendrá que ser efectiva, es decir, el sentenciado tendrá que ser 
internado en un establecimiento penal, en tanto que existe la posibilidad para los casos 
de penas hasta de cuatro años, que su ejecución o privación de la libertad efectiva 
pueda ser suspendida bajo determinadas reglas de conducta. 
El tercer presupuesto que exige el artículo 268º es la existencia del peligro 
procesal que puede ser de las dos formas ya referidas: el peligro de fuga y/o el peligro 
de obstaculización. 
No obstante ello, la Casación Nº 626-2013-Moquegua, introdujo además dos 
aspectos adicionales, que consisten en que el fiscal tendrá que fundamentar su decisión 
, además que la medida cautelar  resulte ser proporcional (necesaria y adecuada para 
el caso) y sustente  la duración de la misma;  la casación aludida ha establecido que las 
audiencias de prisión preventiva tengan cinco tópicos de discusión: concurrencia de 
graves y fundados elementos de convicción, prognosis de pena, peligro procesal, 
proporcionalidad y duración de la medida. 
Teóricamente existe una alta exigencia para la imposición de la prisión 
preventiva; sin embargo, el foro nacional ha expresado protestas por su uso excesivo 
cuando debiera ser estrictamente excepcional, habiéndose percibido de modo empírico 
que existen casos en los cuales la medida se impuso pero finalmente el proceso 
concluyó con sentencia absolutoria. 
Ciertamente el artículo I.5º del Título Preliminar del código establece que el 




percibe que existen casos en los que los procesados fueron encarcelados  pese a que 
el proceso concluyó con sentencia absolutoria, es decir, se aplicó la prisión preventiva 
en personas que finalmente se determinó eran inocentes, coligiéndose que la prisión 
indebida que sufrieron genera diversos perjuicios en distintos ámbitos de su vida, así 
como el conocer cuáles han sido los efectos perniciosos que se generaron en cada 
persona afectada y verificado ello, proponer alternativas legales que permitan superar 
dicha problemática. 
La corte interamericana de Derechos Humanos tiene dentro de sus funciones el 
de  conocer  los casos en que se alegue que uno de los Estados partes ha violado un 
derecho o libertad protegidos por la Convención, siendo necesario que se hayan 
agotados los procedimientos previstos en la misma, tales como el agotamiento de los 
recursos internos. En estos casos es que la persona que sienta que ha sido víctima de 
errores judiciales, puede recurrir a esta instancia internacional a fin de que el Estado 
pueda resarcir el daño causado; también la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en el artículo 10 sobre Derecho a Indemnización indica que: “Toda persona 
tiene derecho a ser indemnizada conforme a la ley en caso de haber sido condenada 
en sentencia firme por error judicial”. Con el presente proyecto de ley lo que se quiere 
impedir que más procesados que han sido declarados inocentes con sentencia 
absolutoria o resolución de sobreseimiento, sufran una detención arbitraria como es la 
prisión preventiva, generando daños que en muchos casos son irreparables, lo que se 
quiere es que a través de la incorporación de artículos al Código Procesal penal se trate 
de impedir a futuro que tanto los jueces como fiscales utilicen y consideren a la prisión 
preventiva como una regla que deba ser utilizada frecuentemente ya que la misma 
norma establece que esta debe ser excepcional, proponiendo que cada tres o seis 
meses, ya sea en procesos comunes  o complejos, según corresponda, sea revisados 
de oficio con la finalidad de analizar si subsisten o no las razones que generaron la 
imposición de la medida para su posible variación de ser el caso,  a  su vez se propone 
una indemnización a la  persona que sufrió la imposición de la medida siempre y cuando 
esta haya sido absuelta en sentencia o concluya con  resolución de sobreseimiento, 
indemnización que será  pagada en forma proporcional  con recursos de la Fiscalía el 
Poder Judicial y recursos propios de los jueces y fiscales responsables de la imposición 
de la medida de prisión preventiva, para tal efecto se tendrá en cuenta los daños o los 






La prisión preventiva según el código Procesal Penal     
Artículo 268 Presupuestos materiales.-  
1. El Juez, a solicitud del Ministerio Público, podrá dictar mandato de prisión 
preventiva, si atendiendo a los primeros recaudos sea posible determinar la 
concurrencia de los siguientes presupuestos:  
c) Que existen fundados y graves elementos de convicción para estimar 
razonablemente la comisión de un delito que vincule al imputado como autor 
o partícipe del mismo.  
d) Que la sanción a imponerse sea superior a cuatro años de pena privativa de  
libertad  
c) Que el imputado, en razón a sus antecedentes y otras circunstancias del caso 
particular, permita colegir razonablemente que tratará de eludir la acción de 
la justicia (peligro de fuga) u obstaculizar la averiguación de la verdad (peligro 
de obstaculización).  
La norma procesal Penal  establece ciertos requisitos o presupuestos que se deben dar 
para  a la imposición de la medida de prisión preventiva,  pero lamentablemente la 
realidad nos lleva a pensar que tanto los señores Jueces y Fiscales no toman en cuenta 
tales requisitos o presupuestos, más aun  cuando se trata de casos mediáticos; Es por 
ello que considero que es necesario incluir los artículos propuestos en este proyecto de 
ley  para evitar futuras detenciones arbitrarias producto de la negligencia de magistrados 
y fiscales que ocasionan graves perjuicios a encausados declarados inocentes que 
requieren de una justa indemnización por el daño causado sin ser necesario para esto 
la iniciación de un proceso judicial.  
 
PROPUESTAS DE SOLUCIÓN LEGISLATIVA 
 Incorporación  
Artículo 268-A: Cuando se dicte la medida de prisión preventiva y cuando no existieran 
pedidos de cese de prisión preventiva, la medida indicada deberá ser revisada de oficio 
en el lapso de tres meses o seis meses cuando se trate de proceso común o complejo, 
según corresponda. La audiencia tendrá por finalidad analizarse si subsisten o no las 
razones que generaron la imposición de la medida para su posible variación, la citada 





Artículo 268-B: Cuando se dicte la medida de prisión preventiva, pero el proceso 
concluye con declaración de sobreseimiento o sentencia absolutoria, la persona que 
sufrió la medida en forma efectiva, deberá ser indemnizada en la suma equivalente a 
tres unidades de referencia procesal por cada día de prisión, que deberá ser pagado en 
forma proporcional con recursos de la Fiscalía y del Poder Judicial en el plazo no mayor 
de 10 días, bajo responsabilidad funcional. Si el afectado considera que el monto de la 
indemnización debe ser mayor, deberá acreditar el exceso en la vía civil. 
 
Artículo 268-C: En caso de advertirse negligencia en la imposición de la medida de 
prisión preventiva, el o los fiscales y jueces que la determinaron, podrán ser accionados 
por el procurador público que corresponda. Lo mismo procederá contra el abogado 
defensor que actuó en la audiencia de prisión preventiva en caso de advertirse que 
también actuó con negligencia y/o falta de conocimiento y que ello contribuyó en la 
indebida imposición de la medida  
 
EFECTOS DE LA NORMA SOBRE LA LEGISLACIÓN NACIONAL 
La propuesta legislativa busca impedir la mala aplicación de la imposición de la prisión 
preventiva para así evitar consecuencias muchas veces irreparables en el encausado 
declarado inocente, pues la finalidad de los órganos jurisdiccionales de debería ser 
impartir justicia y no provocar una injusticia que inclusive no tiende a resarcir el daño 
causado. 
 
 COSTO BENEFICIO 
La presente iniciativa legal tiene un costo que se considera justo pues si el estado a 
través de sus jueces y fiscales cometen errores judiciales como es el caso de imposición 
de prisión preventiva en procesados declarados inocentes   en el ejercicio de sus 
funciones, es razonable reparar el daño causado; si bien es cierto esto genera un costo 
al erario nacional, también es cierto que al aplicar la medida de prisión preventiva 
también se está generando un alto costo económico al Estado, ya que tendrá de 
solventar los gastos como infraestructura mantenimiento de los mismos, gastos de 
manutención de los internos, salarios, uniformes etc. De trabajadores del  INPE), 
médicos, psicólogos y otros gastos producto de talleres y otros empleados para la 




En cuanto a los beneficios se tiene que al incorporar los artículos que ha inspirado esta 
iniciativa legal se estaría logrando una efectiva administración de justicia evitando la 
perjuicio en nuestra sociedad asimismo la sobrepoblación penitenciaria.    
ANÁLISIS COSTO BENEFICIO 
 
La presente iniciativa tiene un costo para el erario nacional como es el pago de una 
indemnización a  la persona que sufrió la medida en forma efectiva de prisión preventiva 
que luego con sentencia  absolutoria o resolución de archivamiento por sobreseimiento 
se declara inocente, indemnización que será  equivalente a tres unidades de referencia 
procesal por cada día de prisión, que deberá ser pagado en forma proporcional con 
recursos de la Fiscalía y del Poder Judicial en el plazo no mayor de 10 días, bajo 
responsabilidad funcional; si analizamos bien podremos llegar a la conclusión que 
efectivamente tiene un costo económico  pero a su vez debemos de reconocer que los 
costos de la prisión preventiva que sufrieron los encausados absueltos es igual o más 
alto ya que no solo se le está afectando su vida laboral, económica, psicológica, familiar, 
entre otros si no que se le está produciendo un daño futuro como  es el de enfrentar 
dificultades para insertarse a la vida laboral luego de quedar en libertad a consecuencia 
de la estigmatización social. Por otro lado también se tiene que tomar en cuenta el costo 
económico que le demanda al estado el mantenimiento de internos en los centros 
penitenciarios los cuales son: alimentación infraestructura pago de personal para lograr 
la resocialización de los internos a través de diversos programas de capacitaciones etc. 
Por estas consideraciones: 
Propongo la presente iniciativa legislativa para que a través del colegio de abogados, 
gobiernos locales o regionales se pueda viabilizar la presente propuesta en ejercicio del 
derecho contemplado en el art. 107 de la Constitución Política del Estado.  
 
 




Juliaca, 30 de Octubre de 2018.  
